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Introducción

En la legislación Dominicana, los esposos a la hora de contraer matrimonio tienen la facultad de elegir el régimen que regirá sus relaciones patrimoniales, no obstante la falta de elección o silencio,  no los deja a la intemperie, el legislador sabiamente le ha impuesto un régimen, el cual en nuestras relaciones interpersonales juega un papel preponderante, de ahí la importancia práctica del estudio y análisis de los distintos regímenes matrimoniales y por qué no, de las relaciones extramatrimoniales conocidas hoy día con el nombre de concubinatos, a las cuales ya nuestra Constitución Política les ha reconocido derechos patrimoniales.


El hombre y la mujer, unidos por vínculos o relaciones amorosas forman la familia o núcleo fundamental de la sociedad, cuando esa relación ha sido afianzada en la forma jurídica preestablecida, se forma el matrimonio, en sentido contrario, o sea en forma natural, genera el concubinato o relación de hecho, no obstante en uno como en el otro existen derechos y deberes, que en cuanto a lo patrimonial, que es el caso que nos ocupa, detallamos todas y cada una de las vicisitudes que nos presentan los distintos regímenes matrimoniales, así como el concubinato, para luego establecer la importancia entre los mismos.


La adopción o imposición legal de un régimen matrimonial, que en la mayoría de los casos los esposos no tienen la más mínima idea de lo que representa, en relación al patrimonio, nos ha obligado a través de este trabajo de investigación a establecer claramente las diferencias fundamentales entre los distintos regímenes de comunidad, así como las futuras consecuencias, que representa la adopción de uno u otros respecto al patrimonio familiar.

La presente investigación se desarrollará a través de seis capítulos, los cuales son:

Capítulo I: Marco teórico; Capítulo II: Métodos y técnicas de la investigación; Capítulo III. Los Regímenes Matrimoniales; Capítulo IV. Complejidad del régimen de comunidad de bienes y gananciales; Capítulo V. Manejo y desenvolvimiento del Régimen de la Comunidad Legal reducido a los Gananciales; y Capítulo VI. Programas y estrategias a emplear para convertir el Régimen de la Comunidad Legal al reducido a los Gananciales.

Resumen


En República Dominicana contamos con el régimen de comunidad, que como dijimos antes, puede ser legal o convencional, el legal, que es donde los esposos establecen  a la hora de contraer matrimonio, la voluntad de regirse por dicha comunidad o no hacen ninguna elección, es el mayor de los casos; así tenemos que dentro del ramo convencional podemos estipular, que solo la comunidad esté formada por los gananciales, el detalle es  que “hay que estipular”, no obstante la investigación refleja que los Dominicanos no somos muy dado a esto, solo nos casamos y no nos preocupamos hasta que no llega el problema de ¿qué situación legal rige nuestro patrimonio? 


En tales casos y para no caer en situaciones indeseadas, una investigación previa de los distintos regímenes matrimoniales sería lo más apropiado, es lo deseado, con lo cual a su vez obviamos la frágil situación jurídica que representa formar parte de una relación consensual de hecho o concubinato. 


Después de un estudio pormenorizado de los distintos Regímenes Matrimoniales se podrá tener una idea clara y consiente de tal importante tema jurídico, el cual tiene repercusiones a todo lo largo de nuestras vidas.
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Capítulo I. 
Marco Teórico
1.1.- Antecedentes 

En Francia, legislación de origen de nuestro Código Civil Dominicano, se reconocen cuatro regímenes matrimoniales, que son: La Comunidad, el régimen sin comunidad, la separación de bienes y el régimen dotal (Planiol & Repert, 1945, p. 1342).  Durante muchos años se mantuvo como régimen legal, el régimen de la comunidad de muebles y gananciales, hasta la entrada de las reformas a dicho código civil francés, paso con el cual nos han dejado atrás, imperando desde la época, como régimen legal, el régimen de comunidad de los gananciales.


En República Dominicana, los Regímenes Matrimoniales están detallados en el Código Civil Dominicano y se le conoce como: Régimen de la Comunidad y Régimen Dotal. Conforme al artículo 1399 del Código Civil, el régimen de la comunidad puede ser legal o convencional, el legal, o sea el régimen de comunidad de bienes muebles y gananciales,  que es el que nos impone la ley a la hora de casarnos sin haber elegido otro régimen o a falta de estipulaciones; el convencional, que es donde los contrayentes pueden estipular que la comunidad no comprenderá sino los gananciales; que el mobiliario presente o futuro no entrará en ella sino por una parte; que se comprenderá en ella todo o parte de los inmuebles presentes o futuros en los cuales seguirán las mismas reglas que para los bienes muebles; que los esposos pagarán separadamente sus deudas anteriores al matrimonio; que en caso de renuncia, pueda la mujer tomar la integridad de los que aportó; que tenga el superviviente una mejora; que los esposos tendrán porciones desiguales; que habrá entre ellos comunidad a título universal, entre otros. Asimismo, dentro de esas convenciones pueden estipular, que se casan sin comunidad, o con separación de bienes. 


Hasta el año 2001, el marido era el jefe de la comunidad, con plenos poderes para administrar dichos bienes, no obstante, la ley 189-01 ha dado un giro otorgando esos poderes a los esposos, los cuales solo pueden afectar el patrimonio de la comunidad con el concurso de ambos, con lo cual termina una época de abusos y mal trato contra el patrimonio de la mujer o contra la parte de los bines de la comunidad que le pudiesen haber correspondido.


El marido en forma discrecional iba dejando la comunidad acéfala y la hora de la partición se encontraba la mujer con la triste realidad de que ya no había nada en dicha comunidad, lo cual motivó al legislador a reducir los poderes del marido y convertirlo de administrador a coadministrador.

1.2.- Justificación 












No obstante en la actualidad existir menos riesgos e iniquidades contra los bienes de la mujer, hecho que ha sido reducido por la legislación de 2001 (ley 189), aún subsisten escoyos que resolver, se tiene al frente una unión extramatrimonial que cada vez abrasa mayor número de adeptos, no obstante la misma no ofrece al patrimonio familiar ninguna seguridad, ya por la falta de regulaciones adjetivas ya por los malos usos que se han establecidos durante muchos años, al extremo de que dicha relación podría ofrecer muchos mayores ventajas que el régimen legal.


¿No existe acaso una corta prescripción de dos años en contra de los esposos comunitarios?  Por el contrario, al no existir prescripción en cuanto a la acción en partición del patrimonio de los concubinos que han puesto término a dicha relación, ésta debe acogerse a la más larga prescripción del derecho común, ya que sin lugar a dudas, el artículo 815 del Código Civil Dominicano, no da lugar a ninguna otra interpretación, al referirse en forma exclusiva a la acción en partición de comunidad por causa de divorcio, así como cuando establece el momento en que inicia esa prescripción, o sea a partir de la publicación de la sentencia de divorcio; por otro lado, no existe una reglamentación que establezca los derechos de los concubinos, lo que redunda en mayores ventajas para alguno y desventajas para otros, por estar sujeto a la libre interpretación de los jueces. 


Todo esto nos impulsa a viabilizar una comunidad donde los contrayentes puedan estar en igualdad de condiciones, donde ninguno de los contrayentes se vea afectado en el goce y disfrute del patrimonio que ha formado antes del matrimonio, sin que esto pueda verse como egoísmo o ambición, solo en el entendido de darle a cada uno lo que le pertenece, como es el criterio con que se debe manejar la justicia, con sentido de equidad e igualdad para las partes. En tales condiciones, las relaciones de hecho o concubinato correrían el riesgo de desaparecer o por lo menos descender en forma considerable, ya que las mismas están desprovistas de toda normatividad y reglamentación, asimilada por la jurisprudencia, a una sociedad de hecho, no obstante, en la misma no se haya estipulado sobre los aportes de la susodicha sociedad.


En tal sentido y si el régimen legal que nos rigiese fuera el de comunidad de los gananciales, régimen en el cual solo comparten los esposos las ganancias y frutos que producen sus bienes muebles e inmuebles, conservando la propiedad de los mismos, en lugar del régimen de comunidad de bienes y gananciales, o régimen legal, en el cual ha de compartir todos los muebles presentes y futuros y los inmuebles adquiridos durante el matrimonio, siempre teniendo presente el valor adquisitivo que han ido teniendo los muebles hoy en día, donde cualquier automóvil podría costar mucho más que una porción de  terrenos. 

1.3.- Planteamiento del Problema

1.3.1.- Descripción del Problema de Investigación. 
El régimen de comunidad reducido a los gananciales ofrece mejores tratamiento al patrimonio de los esposos, que el régimen de comunidad de muebles y gananciales (régimen legal), ya que al compartir solamente las ganancias que resulten de los bienes, sin distinción que sean muebles o inmuebles,  los esposos conservan sus propiedades, hecho que podría poner fin a la incertidumbre a la hora de establecer una relación matrimonial, por lo que dichas relaciones vendrían a fundamentarse en la  mayoría de las veces en vínculos de afectividad y no en los intereses patrimoniales.


El establecimiento de este régimen como régimen legal constituiría un gran aporte a la sociedad dominicana, principalmente a la sociedad eclesiástica que tanto ha aspirado a contar con una sociedad basada en uniones matrimoniales, a las cuales salimos huyendo en la mayoría de los casos, por no comprometer nuestro patrimonio.


1.3.2.- Formulación del Problema de Investigación.  
La formulación del Problema de la presente investigación nos obliga a formar varias interrogantes que esperamos poder contestar durante el desarrollo de la investigación, en tal sentido planteamos las siguientes:


¿Cuáles son los regímenes matrimoniales existentes en República Dominicana?


¿Cuál es la complejidad que presenta el régimen de comunidad de bienes y gananciales?

¿Cómo se maneja y desenvuelve el Régimen de Comunidad Legal reducido a los gananciales?


¿Cuáles programas y estrategias se deben implementar para convertir el Régimen de la Comunidad Legal al reducido a los Gananciales en República Dominicana?

1.4.- Objetivos

1.4.1.- Objetivo General. 
Proponer la conversión del Régimen de la Comunidad Legal al reducido a los Gananciales en República Dominicana.

 
1.4.2.- Objetivos Específicos.  
· Analizar los distintos Regímenes Matrimoniales en República Dominicana.
· Demostrar la complejidad del régimen de comunidad de bienes y gananciales. 

· Verificar el manejo y desenvolvimiento del Régimen de la Comunidad Legal reducido a los Gananciales.

· Determinar los programas y las estrategias a emplear para convertir el Régimen de la Comunidad Legal al reducido a los Gananciales. 

1.5.- Estado Actual del Tema de Investigación






En República Dominicana, “La Comunidad Reducida a los Gananciales” es un ramo del régimen de comunidad que forma parte del régimen de comunidad convencional previsto en el código civil dominicano, en los artículos 1498 y 1499. En este régimen únicamente son comunes los bienes muebles o inmuebles que hayan adquirido los esposos a título oneroso, durante el matrimonio.


El anteproyecto de Código Civil Dominicano, que ha tenido varios intentos fallidos, en su artículo 1430 dispone: “El activo de la comunidad se compone de las ganancias logradas conjunta o separadamente por los cónyuges durante el matrimonio”.  En tal sentido, estas iniciativas sientan las bases para un cambio rotundo en un futuro, a los fines de hacer posible tan importante y certero cambio.

1.6.- Conceptos y Teorías en la Presente Investigación

1.6.1.- Conceptos.

1.6.1.1.- Régimen Matrimonial. 
El Régimen Matrimonial lo podemos definir como, el estatuto jurídico que regula el patrimonio de una familia unida por el matrimonio.  Biaggi (2003) lo define como: “El conjunto de normas que regulan la forma en que se adquiere, se conserva y transfiere el patrimonio familiar y como se efectúan válidamente las relaciones de Derecho entre esos bienes con los cónyuges entre sí y con los terceros, mientras dure la relación matrimonial” (p.77).  Así mismo tenemos que según Ossorio (2000), el Régimen Matrimonial ha sido definido como: “La organización patrimonial que rige el matrimonio dentro de los diversos sistemas legales adoptados por cada país” (p.853).  Muy parecida es la definición de Capitant (1930), al decir: “Conjunto de normas que determinan el estatuto jurídico de los bienes de los esposos durante el matrimonio al tiempo de su disolución, y que rigen las relaciones pecuniarias de los cónyuges entre sí o con los terceros con quienes contratan” (p.471).


1.6.1.2.- Régimen de Comunidad.  
De un análisis extraído del artículo 1399 del Código Civil Dominicano, se pude establecer que, La comunidad, en su forma legal o convencional, empieza desde el día de la celebración del matrimonio ante el Oficial del Estado Civil.  En tal sentido, la comunidad no es más que, el patrimonio formado por los esposos durante el matrimonio.


1.6.1.3.- Régimen Legal de la Comunidad. 
Se le conoce como el Régimen que se le impone a los contrayentes a falta de contrato de matrimonio.  “Se aplica de pleno derecho a los cónyuges que no han hecho contrato de matrimonio, a aquellos que, a falta de contrato, declaran simplemente que se casan bajo el régimen de la comunidad” (Biaggi, 2003, p.76). 


1.6.1.4.- Régimen Convencional. 
De una lectura integral del artículo 1497 del Código Civil Dominicano, se puede definir este régimen como, aquel que faculta a los esposos a modificar la comunidad legal por cualquier clase de convenio que no sean contrarios a las buenas costumbres y no podrán estipular en sentido general, que su matrimonio se regule por ley alguna que no esté en vigor en la República Dominicana.  


1.6.1.5.- Régimen de Comunidad Universal. 
Como su nombre lo indica, abarca la totalidad de los bienes de los esposos. Según Ossorio (1930), esto no es más que: “El que establece de ambos, la propiedad de todos sus bienes presentes y futuros, con partición por mitad al disolverse el matrimonio” (p.852).


1.6.1.6.- Régimen de Los Gananciales. 
Aquel en el cual los esposos estipulan que no habrá entre ellos sino una comunidad de gananciales, excluyendo de ella las deudas respectivas, actuales y futuras, y su mobiliario respectivo, presente y futuro. En este caso, y después que cada uno de los esposos ha tomado lo que aportó debidamente justificado, se limita la partición a los gananciales hechos por los esposos, juntos o separados, durante el matrimonio, y procedente tanto de la industria común como de las economías hechas con los frutos y rentas de los bienes de los dos esposos (Art. 1498 del Código Civil Dominicano).  


1.6.1.7.- Relación de Hecho o Concubinato. 
Esta relación según Ossorio (1930) no es más que: “La comunicación o trato de un hombre con su concubina, o sea con su manceba o mujer que vive y cohabita con él como si fuese su marido” (p.205).


1.6.2.- Teorías. 


La teoría más común y generalizada acerca del Régimen de Comunidad de Los Gananciales, es la que ve en esta figura una aplicación de la comunidad de tipo germánico o propiedad común, o sea un patrimonio autónomo separado y común, del que serían titulares indistintamente ambos esposos sin tener ninguno de ellos el derecho actual a una cuota, lo que trae como consecuencia que no pueden disponer de las mitades indivisas de los bienes comunes.


Esta teoría ha sido desarrollada en Alemania por Beseler y Gierke, por lo que ha llegado a ser en dicho país, opinión dominante. Asimismo, ha sido aceptada en España por la mayoría de los tratadistas, entre los que figuran Castan, Roca y Lacruz Berdejo.


Los contrarios a esta concepción alegan que la comunidad en modo común representa una cuestión imprecisa y no resuelve el problema de la naturaleza jurídica de la comunidad de bienes, en esta postura encontramos a Blanquer.  El Régimen de Comunidad de Gananciales. Recuperado de http:// www.notariosyregistradores.com/opositores/.../no-ci-093.doc.
1.7.- Delimitación de la Investigación 

“La importancia de convertir el Régimen de la Comunidad Legal al Reducido a Los Gananciales” se ha de circunscribir a la República Dominicana, durante el período correspondiente al año 2011.

1.8.- Hipótesis 

La conversión del Régimen de la Comunidad Legal al Reducido a los Gananciales contribuiría a un descenso en las relaciones consensuales o de hecho, en la Republica Dominicana.

1.9.- Variable

Conversión del Régimen de la Comunidad Legal al Reducido a los Gananciales.
1.10.- Cuadro de Operacionalización de la Variable
	Objetivos
	Variable
	Dimensión
	Indicadores

	Analizar los distintos regímenes matrimoniales en República Dominicana
	
	Los regímenes matrimoniales.

	Régimen de comunidad
Régimen convencional.

	Demostrar la complejidad del régimen de comunidad de bienes y gananciales.
	Conversión del régimen de la comunidad legal al reducido a los gananciales.
	Conversión del régimen de la comunidad legal al reducido a los gananciales.

	Aumento en el número de relaciones matrimoniales.
Descenso en el número de relaciones consensuales o de hecho.

	Verificar manejo y desenvolvimiento del régimen de la comunidad legal reducido a los gananciales.
	
	Modificación del código civil dominicano en cuanto al régimen legal de la comunidad.

	Establecimiento de un marco legal.


	Determinar los programas y las estrategias a emplear para convertir el régimen de la comunidad legal al reducido a los gananciales en la República Dominicana
	
	Orientaciones cursillos obligatorios exigidos a las parejas previo a contraer matrimonio.
	Estudio.
Capacitación.



1.11.- Tareas de Investigación 


Lo primero a investigar son los regímenes matrimoniales que han sido adoptados por los contrayentes a la hora de casarse, lo que haremos a través de investigación en la oficialía del Estado Civil de Hato Mayor, a realizarse en la última semana de junio.


En el mes de julio, todo lo relativo a la bibliografía, preparación del material, entre los cuales figura: El régimen actual de la comunidad legal, sus características y ámbito que gobierna dentro de una determinada relación, luego haremos algunas entrevistas cerradas a los fines de determinar qué cantidad de personas se casan  sabiendo perfectamente lo que hacen, qué saben de dicho régimen, si saben distinguir un mueble de un inmueble, así como terminar la proporción de parejas que viven en unión de hecho o concubinato, si conocen las consecuenticas legales de tal relación. etc.

En agosto presentación del proyecto final, con todos los requisitos exigidos por la Universidad.  

1.12.- Métodos y Técnicas De La Presente Investigación 


 1.12.1- Método de Análisis. 

En la presente investigación utilizamos el método de análisis documental, ya que las informaciones recogidas reposan en diversos libros impresos; así también, utilizamos la investigación de campo a los fines de llegar a lo deseado a través de entrevistas dirigidas y cerradas.

 
1.12.2- Técnicas de Recolección de Datos.

En la presente investigación se ha utilizado la técnica de recolección de datos consistente en la observación y la entrevista.

    1.12.3.- Medios y Fuentes. 
Entrevistas a diferentes personas relacionadas con el tema. Visitas a la oficina del Estado Civil del municipio de Hato Mayor. Visitas a la Junta Municipal Electoral de Hato Mayor. Consultas Bibliográficas. Internet. Revistas, Otros. 

Capítulo II. 
Los Regímenes Matrimoniales en República Dominicana
Los regímenes matrimoniales aseguran, delimitan y transparentan los derechos y deberes patrimoniales de los cónyuges frente a ellos mismos o frente a terceros. Muchas de sus características han sido tipificadas acorde con corrientes de pensamiento jurídico prevalecientes en determinada época de la historia. Esta condición, provoca que su estructura no sea estática, y no puede serlo por el hecho de que la sociedad es cambiante. Las ideas, los pensamientos y las formas de actuar de las estructuras sociales se van transformando con el paso del tiempo.

Por las razones antes enunciadas, las normas jurídicas se acomodan a cada época, al menos es lo que se espera, cuando el legislador no lo hace, entonces deviene el distanciamiento entre la norma jurídica prevaleciente y el comportamiento social respecto de un hecho o situación determinada. Caso especial merecen los regímenes matrimoniales, cuyo eje central, la familia, se ha transformado casi por completo durante las últimas décadas, no así el régimen regulatorio que la sustenta. Mucho menos, y por vía de consecuencia, el aspecto contractual del matrimonio en el cual se enuncian las características y condiciones del contrato o se decide la presunción de un determinado tipo de contrato. 

Dentro de la ubicación teórico-conceptual, es indispensable deducir cómo y cuándo se tiene por entendido que surgieron las primeras bases contractuales del matrimonio dando paso a lo que con sobrada razón se ha denominado regímenes matrimoniales. En igual proporción, es preciso conocer ese recorrido histórico que ha tenido el aspecto contractual-pecuniario del matrimonio y la forma en que se han insertado o eliminado características o contenidos las regulaciones contractuales, hasta convertirse en un conjunto de reglas individuales, pero con determinados rasgos distintivos y comunes entre todos.  

2.1.- Historia
Trazar una línea divisoria entre el antes y el después del nacimiento de los regímenes matrimoniales es cuestión difícil. Indicar ese punto inicial donde estos aparecen, podría ocasionar dudas sobre la evolución paulatina de la sociedad. Esta no da saltos, va transformándose lenta pero continuamente. Así sus instituciones las cuales van anexando o quitando detalles que parezcan importantes o que, por el contrario, resulten ya innecesarios. 

Otra cuestión básica de este punto inicial y aun del evolutivo, es la diversificación de sociedades, cada cual con sus rasgos propios y a veces con una concepción de la familia que difiere con las demás comunidades humanas. Lo cierto es que, desde el inicio de la vida en comunidades humanas organizadas, comienzan a aparecer rasgos distintivos de la unión intima entre personas y el interés de mantener ciertos lazos de unidad pero, restringidos a terceros. 

En las comunidades poligamitas iniciales, es lógico que los regímenes matrimoniales no pudiesen prevalecer, porque allí, todo era para todos y todos eran para todos. En ellas, el sentido de propiedad, posesión, individualidad entre dos personas, propiedad particular de esas dos personas o de un grupo reducido de personas dentro de la comunidad, era poco usual.

Como bien sostiene Ferrer (1993) en aquella época, “existía siempre una unidad de consenso, no de lazos establecidos mediante un pacto legal o escrito entre las partes, sino sencillamente un gusto entre las partes”. Y agrega que “hasta el estado medio de barbarie, la riqueza se limitaba más o menos a la habitación y los pocos enseres existentes en el lugar donde habitaban”.  Pero el sedentarismo y el trabajo del hombre, hicieron posible que este se posesionara del control familiar y económico y en consecuencia, “si era él el hombre, el marido, el pastor de oveja, quien cazaba y quien las mantenía y cuidaba, y este solo tenía una especie de lazos poco profundo con la mujer, esta riqueza de hecho y de derecho pertenecía exclusivamente al hombre, por tanto, debía buscar a alguien para dejarla a la hora de su desaparición física” Págs. 27 y 28.

Es, con estas ideas primitivas, que se inician las primeras creaciones del régimen matrimonial, del establecimiento de normas o disposiciones aun no escritas, mediante las cuales se establecían parámetros o condiciones para la unión del hombre y la mujer y por ende para la descendencia de estos. 

Refiere Pedit (1997) “el interés político y el interés religioso hacían necesaria la continuación de la familia o gens, para los hijos sometidos a la autoridad del jefe” (Pág. 102) continúa diciendo el referido autor que “en cuanto a los bienes de los esposos, el matrimonio, en los primeros siglos ha estado frecuentemente acompañado de la manus. Esta potestad pone a la mujer en la condición de una hija de familia, en relación con el marido, que se hace entonces propietario de todos sus bienes. Pero en caso de matrimonio sin manus, cada esposo conserva su propio patrimonio. Desde luego, es justo que la mujer contribuya a las cargas de la familia, que gravitan sobre su marido”. (Pág.107).

Ya en esta época, como se aprecia por lo antes enunciado, existían los primeros pasos para la existencia de regímenes matrimoniales. Existían en forma primitiva el régimen de comunidad y el régimen de separación de bienes. Lo que ha pasado posteriormente con estos ha sido la reorganización o ampliación. Aunque claro está, estos regímenes tenían condiciones rudimentarias. 

Planiol et Ripert (1997), niegan la existencia per sed, del régimen de comunidad en el sistema romano, afirmando que “conociendo bien, por numerosos textos, las costumbres de los antiguos, para estar seguros de este empleo de la sociedad entre esposos debió ser raro, y que la mayoría de las personas contraían matrimonio bajo el régimen dotal, que es un régimen de separación de bienes”.  Indudablemente que de comunidad o de separación de bienes, ya en el derecho romano se conocen elementos concretos sobre los regímenes matrimoniales” (Pág.1373). 

Los referidos autores, al hacer mención del régimen de comunidad, sostienen que “es verosímil que la comunidad se haya formado en la alta edad media”. Pero advierten que desgraciadamente los textos que poseemos sobre esta época son muy raros, y están lejos de aclararnos de una manera total la cuestión” (Pág.1373).

Vistos los aspectos precedentemente analizados, se puede colegir en que los regímenes matrimoniales, antes que un origen preciso, lo que tienen es un proceso de evolución. Proceso en el cual se fueron formando estructuras solidas sobre determinadas formas de contraer matrimonio, de regular su existencia y la masa patrimonial existente antes, durante y después de la vida matrimonial.

2.2.- Evolución

Ha sido indicado previamente que el origen de los regímenes matrimoniales es algo difícil de precisar. Se podrían fijar fechas en las que va adquiriendo carácter estructural. Incluso se pueden seguir pasos dentro de un sistema jurídico determinado, pero no en todos de conjunto por cuanto, el desarrollo evolutivo de cada sistema o de cada pueblo es diferente. 

En sus primeros tiempos, confirma Alarcón (2005) al contraer matrimonio, los contrayentes “continuaban siendo propietarios de los bienes que tuviesen” (Pág.5). Aunque según la misma autora, “los efectos personales del matrimonio tenían una influencia decisiva en los efectos patrimoniales” (Pág. 5). Pero en aquella época, “cuando el matrimonio se realizaba adquiriendo el marido la manus, (la mujer) no tenía ninguna capacidad patrimonial”. (Pág. 5).

Estas observaciones explican claramente la existencia de un régimen matrimonial predominante entre los romanos, es el régimen de separación de bienes. Aunque en él subyace también el régimen de la comunidad, por cuanto, si la mujer era suis iuris, entonces todo lo que ella poseía pasaba a ser propiedad del marido. 

Esta potestad, de adquisición y administración, se mantuvo en República Dominicana, hasta el año 2001 cuando fue suprimido el artículo 1421 del Código Civil. El viejo texto disponía lo siguiente: “el marido es el único administrador de los bienes de la comunidad. Puede venderlos, enajenarlos o hipotecarlos sin el concurso de la mujer”.  Este texto fue modificado por la ley No.189-01, disponiendo actualmente que “el marido y la mujer son los administradores de los bienes de la comunidad. Puede venderlos, enajenarlos o hipotecarlos con el consentimiento de ambos”.

Obsérvese que con el viejo texto y sin quitar las posibilidades que tenía maniobrar a su favor, la mujer perdía todos los derechos sobre los bienes de la comunidad. Era la misma situación que tenía en el Derecho Romano. Claro que con algunas actualizaciones y menos drasticidad que en aquel tiempo, pero no por ello menos degradante.

Se puede hablar entonces del régimen de separación de bienes con ciertas estrategias de prevalencia en los poderes del marido frente a la mujer.  Sostiene Alarcón (2005) que “el régimen de separación de bienes establecidos con la dote iba acompañado de la prohibición de donación entre cónyuges” (Pág.9)

Dentro del proceso evolutivo de los regímenes matrimoniales no es posible establecer su recorrido en cada sistema jurídico del mundo, pero al menos en los dos que incidieron en la Legislación Nacional Dominicana (España y Francia), en estas dos legislaciones se encuentra la génesis, las normativas que rigen los regímenes matrimoniales de la República Dominicana.

En España, siguiendo la tradición romanista, las instituciones que conformaron los regímenes matrimoniales no se apartaron de la constitución de la dote y del régimen de separación de bienes y gananciales. 

Con las grandes recepciones del derecho italiano por parte de España, durante el siglo XIII y XIV, se reciben las grandes influencias del derecho Romano. A partir de ellos se inicia un proceso de cambio y reestructuración del derecho. 

Esta restructuración y transformación estuvo dada siempre sobre las bases del régimen de gananciales del cual sostiene Alarcón (2005) lo siguiente: “la alusión a los gananciales se observa claramente en otras disposiciones del mismo título e incluso en otros. Así lo destaca Collantes: «...En la ley siguiente (3,3,2), con relación a aquello que el marido ha obtenido en hueste «sin soldada», se señala «... así como la costa es comunal, así lo que ganare sea comunal de amos», volviendo a hacerse referencia a los gananciales. A estos también se refiere la última ley del mismo título (3,3,3) cuando nombra los frutos obtenidos con los bienes del marido o de la mujer, diciendo que «los frutos sean comunales de amos a dos». Pero también se constata la existencia de estos bienes en otras leyes que no pertenecen al título relativo a las ganancias de los cónyuges. Así al regularse el problema de la propiedad de un bien que ha sido adquirido con el dinero obtenido con la venta de otro, se dispone que «los esquilmos della sean damos comunalmientre...» (Fuero Real 3,4,11). 

Respecto a las deudas, se establece que serán de cargo de la sociedad de gananciales las contraídas durante el matrimonio. La mujer quedaba obligada a la mitad de las deudas contraídas por el marido, como contraprestación a los beneficios que obtenía en la mitad de los gananciales; el Fuero es tajante al señalar que no lo serán las deudas propias de cada cónyuge contraídas con anterioridad, así señala la Ley 14, del tit. XX, lib. III del Fuero Real: «Todo debdo que marido e muger ficieren en uno, paguenlo otrosi en uno: et si antes que fuesen ayuntados por casamiento alguno dellos fizo debdo, páguelo aquel que lo fizo, et el otro non sea tenido para pagarlo de sus bienes» (Collante 1972, citado por Alarcón, Pag.21)

Pero Francia es, sin duda la madre de todas las normas del derecho que se tiene en República Dominicana, si no la única, al menos es la predominante. Los regímenes matrimoniales existentes en el ordenamiento jurídico dominicano, vienen dado por la asimilación de los Códigos Napoleónicos en sus tres fases o etapas de inserción (1821, 1844 y 1884 respectivamente) durante cuyo proceso de recepción, se consolidó tanto en la Isla como en Francia la existencia de las más diversas regulaciones respecto de los distintos regímenes matrimoniales. 

Los Hermanos Mazeaud (1970) al estudiar los regímenes matrimoniales, sostienen que “los redactores del Código Civil francés eligieron el régimen de comunidad de bienes en régimen legal, aun dejándoles a los futuros esposos la posibilidad de elegir otro régimen, especialmente el régimen dotal y una separación de bienes, asimismo un régimen que no existía en el antiguo derecho francés: la separación de bienes, donde la afectación de los bienes a la familia parece muy débil; puesto que, teóricamente cada uno de los cónyuges conserva la propiedad y la administración de su patrimonio”.  
Afirman estos autores que “luego de 1804, el legislador se ha esforzado por defender el patrimonio familiar contra los peligros a que lo exponen la partición de los bienes comunes y la partición de la herencia”. Pero aclaran que, a pesar de los cambios originados en los años subsiguientes, estos no han hecho mella profunda en el sistema originario del código de 1804 y de los regímenes matrimoniales esgrimidos en ese entonces.  Posteriormente, con los intentos de reformas del Código Civil se han transformado o afianzado algunos elementos generales o particulares respecto de los regímenes o de algunos de ellos en particular.

Desde los primeros intentos de modificación de los regímenes matrimoniales existentes en el Código Civil del año 1804, la idea predominante ha sido la de reducir los poderes del marido. A lo cual sostienen los Hermanos Mazeaud (1970) que “la disminución de los poderes del marido se traduce igualmente en la adopción de un régimen legal de comunidad de bines en el cual la masa común es menos importante que en el régimen de comunidad legal”.  Ahora bien, las modificaciones hechas en Francia no han sido asimiladas del todo en República Dominicana, y las pocas realizadas no han producido los resultados requeridos o necesarios para una adecuación y modernización de los regímenes matrimoniales en el ordenamiento jurídico nacional.

La evolución que han tenido los regímenes matrimoniales en República Dominicana, ha sido lenta y poco prospera. El sistema jurídico nacional en la materia se ha limitado a mantener el tradicionalismo jurídico francés sin mayores transformaciones. Sin cambios sustanciales que puedan ser destacados en orden de prioridad. Por esta razón, para no redundar sobre esos distintos regímenes existentes en República Dominicana, es conveniente entrar de inmediato a conocer la existencia de los diversos regímenes contemplados en el Código Civil y demás leyes en la materia. 

En la actualidad, y tomando en cuenta la legislación nacional, se advierte que, como convenciones contractuales, los regímenes matrimoniales “pueden ser infinitos” (Rowland 2002), el Código Civil solo establece pautas generales, aunque dentro de ellas, y una vez asumidos los parámetros establecidos por dicho cuerpo legal, los esposos tienen que asumir las reglas del juego establecidas. El Código Civil establece una especie de tipología sobresalientes, así lo deja saber el referido autor, cuando establece que los regímenes matrimoniales pueden ser infinitos, aun si, el Código Civil establece un conjunto de regímenes-tipos, para que los futuros esposos puedan seleccionar entre ellos el que más le convenga.
El autor de referencia aclara que la clasificación ha sido hecha dependiendo de si existe o no una masa común de bienes o si no existe ningún tipo de regulación donde prima por defecto el régimen legal.  De estas deducciones, y tomando en cuenta los parámetros del Código Civil, se pueden identificar entre otros, el régimen de separación de bienes, el de comunidad legal de bines y gananciales, el de comunidad de bienes convencional, entre otros. 

2.3.- Régimen de la Comunidad

Como el matrimonio es un contrato (Artículo 55, Ley No.659), se entiende que su regulación se encuentra sometida a las reglas generales del libre consentimiento, (artículo 1108 del Código Civil), también está sometido a las regulaciones de capacidad, del objeto cierto y de la causa licita en la legislación, (artículo 1108 del Código Civil). Cumpliendo con esos cuatro requisitos, el contrato matrimonial puede expandirse hacia un lado y otro de las regulaciones establecidas por el Código Civil y las leyes especiales. 

Es por ello que, el artículo 1387 del Código Civil Dominicano aclara con suficiente propiedad que la ley no somete al matrimonio a ningún tipo de regulación, son las partes, con la capacidad que tienen de consentir, pueden establecer, de acuerdo a su libere albedrio y dando su consentimiento entre ambos, las que deciden cómo, cuándo y en qué forma regulan su relación matrimonial, al menos respecto de las consecuencias patrimoniales del mismo. 

Claro está, que esta libertad no es absoluta, se encuentra restringida a que lo pactado en el contrato de matrimonio sea lícito dentro del ordenamiento jurídico dominicano o de aquel ordenamiento en el cual se realiza este contrato. Además, esta libertad se encuentra restringida por aquellas normas de carácter superior o previamente establecidas que establecen cuestiones legales que en alguna forma chocasen con las estipulaciones matrimoniales.

De ahí que, ha dicho con toda propiedad que “la ley no regula la sociedad conyugal, en cuanto a los bienes, sino a falta de convenciones especiales, que pueden hacer los esposos como juzguen convenientes, siempre que no sean contrarias a las buenas costumbres; y además, bajo las modificaciones siguientes”. (Artículo 1387 del Código Civil).  Pero, sabiamente ha dicho también que no pueden los esposos alterar el orden legal de las sucesiones, no pueden derogar los derechos de los cónyuges, entre otras restricciones consideradas ilícitas o restrictivas de otros derechos conferidos tanto a la mujer como al hombre no solamente en su condición de contrayentes o matrimoniados sino de ciudadanos y ciudadanas.

Es por ello que podemos decir que el régimen matrimonial descansa en la autonomía de la voluntad de las partes, y es por eso que el legislador, a partir de las disposiciones del artículo 1387 del Código Civil, consagra la facultad a los contrayentes de adoptar, a conveniencia y libremente, todo lo relativo a la sociedad conyugal y, en lo que respecta a los bienes.

Por tanto, cuando los futuros esposos no se acogen a ningún régimen matrimonial, sino que simplemente contraen matrimonio, y luego se dedican a disfrutar su luna de miel, la ley les atribuye un régimen matrimonial, que entre nosotros se denomina régimen de la comunidad de bienes muebles y gananciales, en tal caso, la falta de elección de los contrayentes es la que le da la faculta al legislador de regular la existencia de su unión matrimonial, por tal razón recibe el nombre de régimen legal, denominado régimen de comunidad de bienes muebles y gananciales. 

Aunque esta afirmación es válida, cabe destacar que en muchos países y aun diversos autores dentro de un mismo sistema jurídico, hacen referencia a régimen de comunidad, régimen comunal, o régimen de comunidad de bienes muebles y gananciales. 

Los regímenes de comunidad, cualquiera que sea su variación, presentan diversas características, entre ellas se destacan la existencia de bienes comunes, los poderes del marido y las garantías concedidas a la mujer contra la mala administración del marido (reglas estas derogadas parcialmente por la ley No.189-11 del 3 de agosto del año 2001, que modifica diversos artículos del Código Civil relativos a los derechos del hombre y la mujer en la relación matrimonial).

Pero este régimen matrimonial, no siempre es tan universal como parece puesto que los Hermanos Mazeaud (1970) sostienen “los esposos que deseen establecer entre ellos una comunidad de bienes y que no retrocedan ante los gastos de unas capitulaciones matrimoniales, introducen algunas modificaciones en el régimen legal (régimen de comunidad). Se dice entonces que eligen un régimen de comunidad convencional” (parte IV, Vol. 1, Pág.143)

Entre los regímenes de comunidad es preciso distinguir dos grandes grupos o tipos de régimen común de bienes: La comunidad de todos los bienes presentes o la comunidad de bienes y gananciales, y el régimen de comunidad reducida a los gananciales. 


2.3.1.- Régimen de Comunidad de Muebles y Gananciales.  
El régimen de comunidad de muebles y gananciales tiene las mismas características que el régimen de gananciales, solo agregándole lo concerniente a los muebles. Por tal razón, en ocasiones esto dos regímenes tienden a interactuar o cruzar y en cierto modo a confundirse respecto de sus características y la forma en que ambos se manejan. 

Este es un régimen de comunidad convencional y combinado, puesto que, en esta, ingresan el haber social de todos los bienes que los cónyuges adquieren durante el matrimonio a título oneroso, y los muebles que aporten o que durante la existencia del matrimonio estos adquieran a título gratuito sin derecho a recompensa. En este régimen, no entran a la comunidad los inmuebles propios o los adquiridos a título gratuito.

Es por esta razón que los Hermanos Mazeaud (1970) sostienen que “a los bienes que son comunes en el régimen de comunidad de gananciales, se agregan, bajo el régimen de comunidad de muebles y gananciales, todos los muebles de los esposos” (Pág.210).

Según explican estos autores, “los bienes comunes comprenden, por tanto, de una parte, todos los gananciales; y de otra parte, todos los muebles presentes y futuros”. Estos autores explican que ambas categorías de regímenes se superponen en cierta medida. Explican que “hay muebles que son gananciales, los muebles adquiridos durante el matrimonio a título oneroso, incluidos los productos de la actividad de los esposos y sus ingresos”. (Pág.210)

Celis (en regímenes matrimoniales, 28-07-13) afirma que “la comunidad de muebles y ganancias supone un patrimonio común al que ingresan todos los bienes muebles de los cónyuges "aportados" al matrimonio y los raíces y adquiridos a cualquier título. Ingresan también todas las utilidades y frutos producidos durante el matrimonio. Y los muebles que aportan o que durante él adquieran a título gratuito, sin derecho a recompensas. 

La comunidad de muebles y gananciales presenta la ventaja de simplificar los problemas de distribución de los bienes: la dificultad que surge para distinguir entre lo que es ganancial y lo que no es ganancial no se plantea para los muebles, porque todos son comunes, lo que no ocurre en la comunidad de gananciales, en la cual pueden existir muebles que no sean comunes.

La distinción más lógica es que, en la comunidad de muebles y gananciales, hay que agregarle los muebles a los gananciales, no obstante, entre los gananciales hay ya algunos muebles. Por lo tanto, los bienes comunes comprenden las categorías siguientes: los gananciales mobiliarios e inmobiliarios, los muebles que no sean gananciales, es decir, los presentes, los muebles futuros adquiridos a título gratuito.  Respecto de los gananciales mobiliarios e inmobiliarios, la masa común comprende los gananciales en el régimen de comunidad de muebles y gananciales, así como en el régimen de comunidad de gananciales.

Ahora bien, los Hermanos Mazeaud, al hacer referencia a los activos propios en el régimen de la comunidad de muebles y gananciales, razonan que “en la comunidad de muebles y gananciales, al igual que en la comunidad de gananciales, los esposos conservan, en calidad de bienes propios, solo la nuda propiedad de aquellos de sus bienes que quedan fuera de la comunidad”.


2.3.2.- Régimen de Comunidad Reducido a los Gananciales. 
Ya se ha explicado que dentro de las posibilidades que tienen los esposos en el régimen de comunidad, ellos tienen derecho a establecer convenciones respecto de los bienes muebles y gananciales, o tienen derecho de establecer reglas respecto de los gananciales solamente, aunque también tienen derecho a no decir nada, estableciéndose una comunidad universal.

Primeramente, es preciso dar algunos detalles etimológicos del concepto ganancial, "Ganancial" es un adjetivo, que significa "propio de la ganancia o perteneciente a ella", gananciales son "las ganancias o rendimientos que produce el trabajo o un capital". 

Cabe destacar que los bienes gananciales son todos aquellos bines, muebles o inmuebles, adquiridos a título oneroso dentro del matrimonio, mediante el trabajo, el esfuerzo y la cooperación de ambos cónyuges en su comunidad de vida y que han significado un aumento en el patrimonio de cada uno de ellos, respecto del que se aportó al constituirse el matrimonio, es por ello el calificativo de ganancial.

También es definido por Zannoni (1983) como ““aquellos bienes que cada uno de los cónyuges, o ambos, adquieren durante el matrimonio, por cualquier título que no sea herencia, donación o legado...La exclusión de gananciabilidad afecta, en principio, a los bienes adquiridos por cualquiera de los cónyuges antes de contraer matrimonio y los que durante él adquiriesen a título gratuito”. (Pág.458)

Delgado-Vargas (2008) sostienen que “…es el derecho a participar en la mitad del valor neto de los bienes considerados como gananciales que se encuentren en el patrimonio del cónyuge, es importante decir que este derecho nace con la sentencia que declare ya sea el divorcio, separación judicial, nulidad del matrimonio o la liquidación anticipada de bienes o si fuera el caso con la muerte por parte de alguno de los cónyuges”. (Pág.32)

Alessandri (20-07-13, cuadernos jurídicos y sociales IX) sostiene que en la comunidad de gananciales “ingresan al haber social de bienes muebles e inmuebles adquiridos a título oneroso durante el matrimonio, el producto del trabajo de los cónyuges y los frutos de los bienes comunes y de los propios de cada cónyuge. Los muebles e inmuebles aportados o adquiridos a título gratuito durante el matrimonio, tienen un carácter propio”. Agregando que en Chile es el régimen adoptado por su legislación civil. 

Conforme al Código Civil de la República Dominicana, se ha de entender por gananciales, a la luz de las disposiciones del artículo 1498 del Código Civil, la comunidad que se forma con los bienes que los esposos puedan adquirir durante su matrimonio, juntos o separados, con los recursos provenientes o procedentes tanto de la industria común, como también de las economías hechas con los frutos y rentas de los bienes de ambos esposos.

El artículo 1498 del Código Civil, y según la interpretación de Biaggi (2013) establece algunas regulaciones relacionadas con el activo y el pasivo, del cual este autor entiende que “en este régimen, la comunidad se inicia sin activos ni pasivos”. (Pág.226)

El texto legal al cual Biaggi hace referencia dispone que “Cuando estipulen los esposos que no habrá entre ellos sino una comunidad de gananciales, se reputa que excluyen de ella las deudas respectivas actuales y futuras, y su mobiliario respectivo, presente y futuro. En este caso, y después que cada uno de los esposos ha tomado lo que aportó debidamente justificado, se limita la partición a los gananciales hechos por los esposos, juntos o separados, durante el matrimonio, y procedentes tanto de la industria común, como de las economías hechas con los frutos y rentas de los bienes de los dos esposos” (Artículo 1498, Código Civil Dominicano).

La fórmula explicitada en el artículo precedentemente citado, encuentra algunas cuestiones algo delicadas. Por ejemplo, sostiene el autor de referencia que “para la determinación de esa masa común, hay que situarse al momento de la celebración del matrimonio, para, y a contar de este momento, determinar cuáles bienes no formaban parte del activo común, y excluirlo del proceso de partición” (Pág.226).

Este proceso realmente es inoperante, en un matrimonio de meses, o a penas de años podría tener resultados positivos, pero en un matrimonio que lleve décadas de existencia, es algo imposible. De suerte que el artículo 1499 trae consigo una formula bastante práctica al enunciar que si no se cuenta con inventario de eso muebles entonces estos pasan a formar parte de la masa de gananciales. 

En la legislación dominicana, en este tipo de régimen matrimonial convencional, solo son comunes los bienes adquiridos conjunta o separadamente durante el matrimonio por la industria o el trabajo común o las economías o ahorros efectuados sobre los frutos y rentas de los bienes de ambos esposos, y el pasivo o sea los gastos del hogar y las deudas contraídas durante la comunidad por el marido o por la mujer con su autorización.

Biaggi (2013) hace una importante observación al indicar que “si bien (…) en el Proyecto del Código Civil reformado, este es el régimen a que estarán sometidos los futuros esposos no es menos cierto que desde la promulgación de la ley No.189-01, por la cual se introdujeron importantes modificaciones al Código Civil, el legislador apunta hacia este tipo de régimen al moderar aspectos sensibles relativos a la administración y a los poderes de disposición de los bienes comunes por parte de los esposos” (Pág.84). Según la afirmación precedente, lo que el legislador debe hacer es iniciar su aplicación, conforme la ley No.189-01, y dar los pasos concretos para que este proceso pueda llevarse a cabo sin dilación. 


2.3.3.- Régimen de Comunidad Universal.  
Si al contraer matrimonio, los esposos no establecen reglas especiales, no establecen ninguna convención en su contrato matrimonial, entonces se dice que han formado una comunidad universal. 

Alessandri, sostiene que “la comunidad es universal cuando forman parte de ella todos los bienes de los cónyuges, aportados al matrimonio o adquiridos durante él. En este régimen hay un solo patrimonio, el común, que comprende la totalidad de los bienes de los cónyuges y que, a la disolución de la comunidad, se divide por iguales partes con prescindencia de sus aportes” (Pág.3).

Ahora bien, este autor entiende que es un régimen injusto, porque entiende que priva a cada cónyuge de la mitad de sus bienes en beneficio del otro. Tiene por eso, poca aceptación en los regímenes matrimoniales. 

La afirmación de este autor, está basada en el aspecto economicista del régimen matrimonial. Cuando una pareja no le importa lo económico sino la formación de una comunidad de vida y amor, entonces no mira las condiciones o restricciones de los bienes adquiridos o por adquirir. Claro que, la sociedad actual, exige, en la casi totalidad de los casos, la existencia de una regulación especial, concreta y determinante en torno al patrimonio existente o por venir de los contrayentes. 

2.4.- Régimen sin Comunidad
Los regímenes sin comunidad son diversos, al menos se puede hablar de tres tipos, incluso de más, por las condiciones convencionales que en ocasiones establecen las partes, siempre basándose en la autonomía de la voluntad de los contrayentes; a saber: El régimen sin comunidad strictu sensu, el régimen de separación de bienes y el régimen dotal son los tres más sobresalientes.

No obstante, como una clasificación del régimen de comunidad de bienes convencional, los redactores del Código Civil siguiendo la tradición, en unos casos, romana y en otras locales, previeron y a la par de estos regímenes de comunidad, los regímenes de separación de bienes que se manifestarán en diversas formas.

En tal sentido, tanto el Código Civil Dominicano  en sus artículos 1536 y siguientes como por las disposiciones de los artículos 1519 y siguientes del Proyecto de Código Civil  reformado, están regulados estos tipo de regímenes matrimoniales. Si bien y en principio, la regla dominante en la vigente legislación es la inmutabilidad de los regímenes matrimoniales, sin embargo, tanto el Código Civil como otras leyes especiales, contemplan una excepción a este principio y permiten modificar el régimen adoptado en los casos de separación de cuerpos o de separación de bines durante el matrimonio, sin que al hacerlo se ponga fin al contrato de matrimonio, para lo cual es necesario la intervención de la justicia.
Es por esta causa que se evidencia que, aunque es un régimen con carácter general, los contrayentes pueden, fácilmente modificarlo y acomodarlo sin que ello implique la salida, retiro o cambio de este tipo de régimen. 


2.4.1.- Régimen de Separación de Bienes.  
El régimen de separación de bienes es el más ampliamente conocido entre los regímenes sin comunidad, de hecho, es dado afirmar que cualquier otra categoría en donde no haya comunidad es una especie de desprendimiento acomodado de este régimen general.

Sostiene Rowland, (2002) que “se trata de un régimen matrimonial en el cual cada uno de los cónyuges conserva la propiedad de sus bienes personales, sin que entre ellos exista comunidad, pero con cargo de contribuir a los gastos del hogar”.  De este modo, cada uno de los cónyuges conserva sus bienes y puede disponer de ellos en la forma que considere más apropiada. Se encuentra regulado en los artículos del 1536 al 1539 del Código Civil dominicano, (Pág.12). Sin embargo, esta potestad que tiene cada uno de los esposos sobre sus propios bienes es relativa por cuanto, según Rowland (2002) “la mujer, bajo este régimen, no puede enajenar ni donar sus bines inmuebles sin el consentimiento especial de su marido” (Pág.12).

En este mismo régimen, la mujer puede confiar la administración de sus bienes al marido, (y de hecho así ocurre aun después de la ley No.189-01) entonces se presume que ella renuncia a pedirle cuentas de esa administración durante el matrimonio, lo cual, aunque sigue siendo un régimen de separación de bienes en principio, en la práctica al menos ya no lo es. 

Para Martínez, (25-07-13, el régimen económico matrimonial) Citando a Picazo, sostiene que “Dada la caracterización de este régimen de separación de bienes por las notas de independencia patrimonial y de libertad de gestión autónoma por cada uno de los esposos, se ha dicho a su favor que el régimen de separación de bienes defiende muy bien esas ideas de independencia y de libertad de actuación y que, además, es sencillo y posee una normativa no demasiado difícil de comprender” (Pág.98).

Entendiendo además que “esas ideas de independencia y de libertad hacen de este régimen, a primera vista, el más adecuado y conforme con el principio de igualdad y equiparación entre los cónyuges. De igual modo, se destaca su aparente sencillez y simplicidad. En efecto, es cierto que la ausencia de una masa patrimonial común evita y hace innecesaria la regulación de las relaciones entre esa tercera e inexistente masa patrimonial y los patrimonios privativos de los cónyuges, así como con relación a los terceros. Se puede afirmar que, efectivamente, es cierta su menor complejidad en relación con los regímenes comunitarios; sin embargo, es igualmente cierto que no existe en absoluto y de manera total esa independencia patrimonial entre los cónyuges que a primera vista parece caracterizarlo, con lo cual esa aparente sencillez y simplicidad queda paralelamente reducida, por cuanto la comunidad de vida que el matrimonio implica conlleva necesariamente en la práctica una cierta confusión de bienes y asunción de responsabilidades”. 

Ahora bien, en el ordenamiento jurídico dominicano, este régimen matrimonial parece no ser el más justo, entendiendo que si el marido es el que administra o a quien se le puede dar la administración de los bienes, entonces no hay separación propiamente. No existe una real separación de bienes y la mujer no ejecuta en la práctica esta potestad que le da la ley de administrar sus propios bienes. 

En el ordenamiento jurídico dominicano, el régimen que mejor hace acopio a una comunidad separada de bienes, es sin lugar a dudas el régimen de separación de bienes, el cual, salvo clausula en contrario especial no contiene masa indivisa, activa o pasiva, ni durante el matrimonio, ni a su disolución, y que deja intactos los poderes de los esposos sobre sus bienes, por conservar cada uno de ellos la administración, la disposición y el disfrute de los mismos.
No obstante, considerar que la situación patrimonial de los contrayentes no se modifica en nada, sería ilógico. El matrimonio crea una comunidad de existencia, una familia cuyas cargas deben asumir en común los esposos, la obligación de contribuir a las cargas del matrimonio convierte la separación de bienes en un verdadero régimen matrimonial, por formar los esposos una sociedad de vida conyugal.
En este régimen, la mujer separada de bienes tiene, sobre sus bienes, todos los poderes de administración, disfrute y disposición y, por consiguiente, en igual proporción el marido tiene todos estos poderes sobre sus bienes.

2.4.2.- Régimen Sin Comunidad. 
Como su nombre lo indica, en este régimen no existe comunidad, no existen masas de bienes comunes. Es decir, “se trata de un régimen matrimonial que excluye toda comunidad entre los cónyuges”. (Rowland, 2013, Pág.9). En este régimen, los activos y pasivos son propios de cada uno de los miembros de la pareja. Claro que, hasta el año 2001, cuando se promulgó la ley No.189-01, el marido como absoluto administrador de los bienes de la mujer, adquiría el derecho de controlar, disponer incluso abusar de los bienes de ella, o al menos de su casi totalidad. En consecuencia y en términos prácticos, no había diferencia entre el régimen de comunidad y el régimen sin comunidad.

En el derecho tradicional dominicano, del cual, a pesar de los cambios introducidos por la ley No.189-01, se mantiene una amplia gama de textos aplicables o en aplicación a pesar de la presunta derogación, debe ser tomado en cuenta dentro de esa visión general de los regímenes matrimoniales. 

En el tradicionalismo dominicano, y para confirmar lo antes enunciado, Rowland (2002) afirma que “el artículo 1535 del Código Civil, relativo al régimen sin comunidad, señala  que los muebles constituidos en dote pueden ser enajenados por la mujer en su condición de propietaria única de los mismos, si es para sostener y atender sus necesidades, pero necesita el consentimiento previo del marido para poder hacerlo legalmente, y si el marido se niega a dárselo, ella puede recurrir a la justicia para que sea esta la que le dé la autorización que necesita”. (Pág.12).

El autor de referencia, ante ese texto hace una observación en torno a la ley No.189.-01, al decir que “el legislador de la ley No.189-01, debió adecuar los artículos del 1532 al 1535 del Código Civil a la nueva situación en que quedó la mujer casada bajo el régimen sin comunidad, luego de la derogación expresa que hizo la ley No.189-01 de los artículos 1530 y 1531” (Pág.12).

Haciendo una crítica a este régimen, Rowland, (2002) citando a los hermanos Mazeaud, sostiene que “se afirma que este régimen, presenta un inconveniente considerable: es profundamente injusto para la mujer cuando ésta posee ingresos que superen las cargas del matrimonio. En efecto, los  ingresos de la mujer, en lugar de entrar en una masa común, al propio tiempo que los del marido, para ser repartidos entre los cónyuges a la disolución del matrimonio, se adquieren definitivamente por el marido; se supone que los bienes propios de la mujer le han sido entregados, como los son los bienes dotales en el régimen dotal y el marido no tiene que rendir cuentas y por lo tanto, se beneficia él solo de todas las economías hasta de las provenientes de los ingresos de la mujer”. (Pag.16).

Cabe destacar que esta posición estricta ha variado, no obstante, cuando se hace un estudio profundo de los textos modificados o derogados por la ley No.189-01, se puede apreciar que si bien es cierto le quita poderes al marido, deja ciertas lagunas que en gran medida crean más dudas y distorsiones en las relaciones matrimoniales. 

Los regímenes sin comunidad pueden constituir un régimen de separación de bienes o un régimen con una carga dotal, este último es denominado régimen dotal. Dentro de estos dos, existe el que propiamente se puede denominar como régimen sin comunidad en el sentido estricto del término. 

2.4.3.- Régimen Dotal. 
El régimen dotal es quizás uno de los regímenes más viejos conocidos. Ya en la época romana, se habla de la dote que debe entregar la mujer al marido antes del matrimonio. Incluso, en el sistema jurídico romanista es obligatorio que cada mujer antes de su matrimonio, debía entregar esa masa de bienes necesarios para que el marido la administrara, o más bien se hiciera dueño de ella. Siendo casi siempre proporcional al status social de la mujer.

Cury (30-07-13, vocación sucesoral) sostiene que “el régimen dotal, reglamentado en los artículos 1540 y siguientes del código civil, fue considerado como el régimen legal del matrimonio en la parte meridional de Francia antes de la revolución burguesa del 1789, pero desapareció ya en aquel país y a juicio del autor de este trabajo, no tiene ningún empleo entre nosotros, aunque se halla legalmente instaurado en nuestro derecho común. ¿En qué consiste? Básicamente es un régimen de separación de bienes y se configura por la aportación de una dote de la mujer que se casa; la dote la constituyen aquellos bienes que la mujer estipula que deben ser considerados como tales y sobre los cuales el marido tiene un derecho de administración, no de disposición. Pero además de los bienes dotales, la mujer tiene los llamados bienes parafernales, sobre los cuales ejerce, con carácter exclusivo, el derecho de administración, disposición y goce”.

Aunque se entiende que es un régimen de administración, siendo el marido hasta el año 2001, el único administrador de los bienes de la mujer y teniendo la potestad de enajenarlos, es lógico que no solo era el administrador sino el dueño propiamente de estos bienes. 

Este régimen matrimonial se caracterizado por el aporte que hace la mujer al marido para contribuir a las necesidades del hogar, con cargo de restituir ciertos bienes denominados dotales y que son inenajenables e inembargables.

Está consagrado en el Código Civil Dominicano desde el 1540 hasta el 1581, es decir, son 41 artículos que tratan sobre el régimen dotal, por lo que se puede ver, son muy amplias las disposiciones legales sobre la materia.  Aunque debe aclararse que esta regulación tal como afirma Cury, han caído en desuso o simplemente se han relajado en extremo por el hecho de que prevalece una práctica anormal de ¿Cuántos tienes? ¿Cuánto vales? en el matrimonio, es decir, una tendencia arrabalizada es la de perseguir la fortuna de la pareja y no a la pareja en sí misma. 

Cabe destacar que legalmente, los bines muebles e inmuebles dotales de la mujer son de ella, y no de su marido, sea que se les haya fijado precio o no en el contrato de matrimonio, por lo que la mujer puede obligar judicialmente al marido a devolverlos. Permaneciendo además como administradora de los bines parafernales, o bienes que no entran en la dote.

Capítulo III. Complejidad del Régimen de Comunidad de Bienes Muebles y Gananciales

3.1.- Generalidades

Al apoyarse en el artículo 1400 del Código Civil de la República Dominicana, que dispone “la comunidad que se establece por la simple declaración de casarse bajo el régimen de la comunidad”. El régimen de comunidad de bienes y gananciales deja abierta todas las posibilidades de acción y reacción. Si bien encuentra ciertos límites en el mismo ordenamiento jurídico esto no implica que se encuentre delimitado de forma exhaustiva y concluyente. Además, las mismas reglas generales establecidas para este régimen, lo convierten en un conjunto de normas complejas.
Es decir, aquí los contrayentes no han establecido limites o parámetros para su vida matrimonial, la ley lo decide por ellos conforme criterios que no necesariamente obedecen a la cultura jurídica y familiar dominicana, a la época actual, ni mucho menos a lo que quieren realmente las partes. 

En el régimen de comunidad de bienes y gananciales, el legislador ha establecido que la ley suple la voluntad de las partes, así lo contempla el artículo 1393 del Código Civil al disponer que “A falta de estipulaciones especiales, que deroguen o modifiquen el régimen de la comunidad, formarán el derecho común de la República, las reglas establecidas en la primera parte del capítulo segundo”.

Biaggi (2013), afirma que “en nuestro ordenamiento jurídico el régimen de comunidad de bienes es el que suplirá dicha ausencia de voluntad expresa de los esposos de adoptar un régimen particular referente a los bienes patrimoniales”. Según esta misma fuente, “es el régimen común de bienes”, en donde “la comunidad de todos los bienes presentes”, conforma el régimen de comunidad de bienes y gananciales. Pero resulta que el Código Civil, y las diversas fuentes legales en la materia no establecen una delimitación exhaustiva de éste con los demás regímenes matrimoniales, o al menos con las diversas modalidades existentes. 
Siendo así, se denota que la existencia de un régimen legal, el de comunidad de bienes y gananciales, es abarcador, solo que el legislador ha hecho desprendimiento o separaciones de rasgos particulares o variantes de este régimen con lo cual se crea o pretende crear otra tipificación. Lo cual en muchos casos resulta de un lado tedioso para las partes porque han adoptado un régimen genérico sin conocer los detalles del mismo o la consecuencia que esto trae consigo, y del otro, porque en ocasiones pueden entrar en una modalidad de los regímenes que no es la que ellos han adoptado al contraer matrimonio. 

Según Biaggi (2013) “la doctrina del siglo XIX, cuando fue promulgado el Código Civil bajo el imperio de Napoleón Bonaparte, ha venido discutiendo cual es la naturaleza jurídica de la comunidad. Algunos tratadistas sosteniendo que y hasta la modificación introducida por la Ley 855-78, en República Dominicana y posteriormente con la No.189-01, hablaban de un conjunto de bienes que, por estar su administración confiada exclusivamente al marido, durante el matrimonio, eran o debían ser considerados como de su propiedad”.
De ahí que, en definitiva, el régimen de comunidad de bienes y gananciales no existía aun cuando los contrayentes lo asumieran como válido en su matrimonio al no estipular ninguna otra formalidad. Es decir, de acuerdo con esta teoría, si los bienes pasaban a formar parte de la propiedad del marido, entonces, no era un régimen de comunidad, porque para ello debía ser también lo contrario, es decir, que los bienes pasaran a formar parte de la mujer en igual proporción. La mujer debía tener pleno poder y derecho sobre todos los bienes incluyendo los del marido. 

Como esto no ocurría, entonces se puede afirmar que el régimen de comunidad de bienes y gananciales ha sido por siempre un régimen matrimonial falseado o tergiversado, reducido a la potestad y poder del marido. Sin embargo, en el aspecto meramente formalista del Código Civil, Biaggi (2013) afirma que “a partir de la noción de sociedad y de los elementos que conforman y animan este tipo de asociación, podemos definir la comunidad, como el conjunto de bienes comunes que integran el patrimonio compartido de los esposos, bienes que, estando confundidos en un todo, están afectados al bienestar de la familia y que se detentan en un estado de co-propiedad”.
Agregando que “se trata de un patrimonio conformado tanto por bienes propios, en cuanto al vínculo de propiedad se refiere respecto de uno de los esposos, como por activos comunes, pues son adquiridos ya durante el matrimonio por los esposos, o tratándose de bienes muebles existentes o adquiridos antes del matrimonio, ingresan a esta por mandato del legislador y responden a un propósito esencial y básico, asegurar el bienestar de la familia”.
Ahora bien, visto de esta forma, parecería sencillo decir que todos los bienes de la comunidad conforman el patrimonio y que este régimen simplemente aplica a todos los bienes presentes y futuros, pero al entrar en detalle, especialmente sobre el aspecto patrimonial, se denotan amplias complicaciones que deben ser explicadas con más claridad.

3.2.- El Patrimonio en la Comunidad de Bienes y Gananciales

3.2.1.- El Activo de la Comunidad.
Se ha hecho mucha referencia sobre el patrimonio, sin embargo, no se ha establecido un parámetro conceptual o teórico del mismo en relación a la comunidad de bienes y gananciales, la cual sí ha sido analizada previamente. En tal sentido, cabe dar algunas explicaciones conceptuales sobre el patrimonio. En tanto que para González (1999) citado por Flores (2015), este término tiene sus orígenes en “el termino latino Patrimonio y significa: hacienda que una persona ha heredado de sus ascendientes o bien los bienes propios que se adquieren por cualquier título”, agregando que “esto se ve claramente desde los orígenes del hombre. Los antiguos siempre trataron de proteger sus bienes, para lo cual crearon una figura que los regulara, estando presente la protección patrimonial desde el origen del derecho”.
Es en esa vertiente que Cabanellas, (1999) afirma que desde una óptica jurídica “el patrimonio representa una universalidad constituida por el conjunto de derechos y obligaciones que corresponden a una persona y que pueden ser apreciables en dinero”.

Para el Instituto de Investigación Jurídica mexicano (2001), “patrimonio significa el conjunto de deberes apreciables en dinero que tiene una persona. Se utiliza la expresión poderes y deberes en razón de que no solo los derechos subjetivos y las obligaciones pueden ser estimadas en dinero, sino también lo son las facultades, las cargas y en algunos casos el ejercicio de la potestad que se traduce en un valor pecuniario”.

Planiol & Ripert, (1997) al hacer referencia al patrimonio sostienen que “es el conjunto de derechos y obligaciones pertenecientes a una persona, apreciable en dinero los cuales están integrados por el conjunto de bienes, derechos y demás cargas y obligaciones”. 

Flores (2015), sostiene que los elementos del patrimonio son dos: el activo y el pasivo. Aduciendo que “estos se integran por el conjunto de bienes y derechos apreciables en dinero y el pasivo por el conjunto de obligaciones y cargas susceptibles de valorización pecuniaria”. La diferencia entre estos dos conceptos deriva en que si lo comprendido en el activo de una persona, es mayor que su pasivo, hay solvencia, pero si no es así, se da el concepto de insolvencia. 

Debe tenerse claramente identificado que el patrimonio tiene tres acepciones distintas, puede significar aquello que pertenece a una ciudad, acepción ésta muy extendida en el ámbito del reconocimiento cultural de los pueblos. Pero en el ámbito matrimonial y familiar, también existe diferencia entre el patrimonio familiar y el patrimonio relacionado con el matrimonio. El patrimonio familiar consiste entonces en una figura jurídica de corte económico donde la familia decide establecer un bien o conjunto de bienes con ciertos fines generales. Es lo que, en República Dominicana, se conoce como bien de familia.

Sin embargo, en el ámbito matrimonial, la masa de bienes que envuelve al matrimonio y que se constituye a partir de lo que posee tanto el marido como la mujer al momento de contraer matrimonio, más lo que adquieran durante la existencia de esta relación matrimonial. A partir de este concepto tan amplio, se desglosan diversas líneas de acción, así el patrimonio que conforma el pasivo, que constituye el activo, que no entra en la masa patrimonial divisoria en caso de divorcio o separación, entre otras desmembraciones más. Sin embargo, cabe destacar de forma preferente dentro de esa masa de bienes patrimoniales de la comunidad de bienes y gananciales, la constituida por el activo y la constituida por el pasivo respectivamente.
No obstante, hay que señalar que, en el régimen de comunidad de bienes muebles y gananciales, el pasivo y el activo en conjunto constituyen esa comunidad de bienes, la cual puede ser considerada como una sociedad especial de bienes establecida entre esposos, pero no es una sociedad ordinaria, por ello no se le da este nombre. La comunidad conyugal difiere de las sociedades propiamente dichas, en que su funcionamiento y administración no se dejan a las convenciones libres de las partes. (Planiol & Ripert, 1997).
Esa comunidad de bienes, según los Hermanos Mazeaud (1972), es un conjunto no uniforme por estar conformado por tres bienes comunes: “los bienes propios del marido, los bienes propios de la mujer y los bienes comunes. Eso no significa que existan necesariamente bienes de cada una de las categorías, sino que es factible que existan de algunas o de todas ellas; según su naturaleza y su origen, los bienes entran en tal o cual masa”.
Sin embargo, esta unión de las tres masas no significa que los bienes comunes sean todos ellos, es decir, que estos estén conformados por las tres masas. Si bien durante el matrimonio generalmente estas tres masas se encuentran confundidas, al momento de la disolución del matrimonio estas quedan separadas en una masa de bienes propios del marido, otra masa de bienes propios de la mujer y una masa de bienes que pertenece a ambas partes en su conjunto. Es a esta última masa a la que se conoce como masa de bienes comunes.

Esta se encuentra a su vez dividida en dos partes importantes, una masa de bienes existente que constituyen el activo y una masa de bienes no existente, o de orden negativo que constituye el pasivo de la comunidad.

Hechas las aclaraciones precedentes, cabe pues, decir que, en esa masa de bienes comunes, existe un activo, denominado por los Hermanos Mazeaud (1972) como activo común del cual los mismos autores afirman que “dentro del régimen de la comunidad de muebles y gananciales, son comunes: todos los muebles y todos los gananciales”. Agregando que esta masa de bienes la componen “los gananciales mobiliarios e inmobiliarios, los muebles presentes, los muebles futuros, no solo aquellos adquiridos a título oneroso, que entran en los gananciales, sino también los adquiridos a título gratuito. En principio, los muebles incorporales ingresan en la comunidad al igual que los muebles corporales”.

Desde el punto de vista legal, son bienes activos de la comunidad los enunciados en el artículo 1401 del Código Civil el cual dispone expresamente que “la comunidad se forma activamente: 1o. de todo el mobiliario que los esposos poseían en el día de la celebración del matrimonio y también de todo el que les correspondió durante el matrimonio a título de sucesión, o aun de donación, si el donante no ha expresado lo contrario; 2o. de todos los frutos, rentas, intereses y atrasos de cualquier naturaleza que sean, vencidos o percibidos durante el matrimonio y provenientes de los bienes que pertenecían a los esposos desde su celebración, o que les han correspondido durante el matrimonio por cualquier título que sea; 3o. de todos los inmuebles que adquieran durante el mismo”.

De lo cual, sostiene Biaggi (2013) que “las disposiciones del citado artículo son a su vez complementadas por el artículo 1402 del Código Civil, en virtud del cual “se reputa todo inmueble como adquirido en comunidad si no está probado que uno de los esposos tenía la propiedad o posesión legal anteriormente al matrimonio, o adquirida después a título de sucesión o donación”. Agregando que “de donde la presunción de adquisición consagrada por el citado texto es una presunción juris tantum, esto es, que puede ser combatida por la prueba en contrario, conforme se desprende de la misma redacción”.

Además de la formulación legal de los bienes comunes, Biaggi (2013) advierte que “dentro del principio general consagrado por el artículo 1401 del Código Civil, de que todos los bienes muebles poseídos al momento de contraer matrimonio como de los bienes muebles que puedan adquirirse durante el mismo se reputaran con excepciones puntuales ya analizadas, bienes comunes, existen otros bienes que pueden ingresar a la comunidad, independientemente de si los mismos sean o no el producto de la industria de uno de los esposos”. Tal es el caso de los bienes adquiridos mediante la subrogación legal. Advirtiendo que cuando la subrogación se refiera a bienes propios de uno de los esposos, si será necesario y a los fines de que se mantenga como lo ordena el artículo 1434 del Código Civil, que dicha compra se hace con el importe de la venta de un bien propio, principalmente si se trata de un inmueble que era de su exclusiva propiedad y con el fin de reemplazarlo”.

También se encuentran los bienes comunes por accesorio, de lo cual Biaggi (2013) afirma que “por aplicación directa del mandato contenido tanto en el artículo 1401 como en el artículo 547 del Código Civil, se reputaran bienes comunes de la comunidad, todos los frutos naturales o industriales que dichos bienes puedan generar y pertenezcan al propietario. En igual sentido se pronuncian los artículos 551, 554 y 555 del Código Civil”. Por tanto, “toda mejora introducida en un bien común siendo una parte integral del mismo, sigue siendo reputado como común”. 

3.2.2.- El Pasivo de la Comunidad.
Se ha indicado que la masa común comporta dos clases de bienes, los activos ya descritos precedentemente y los pasivos u obligaciones contraídas por la comunidad. Los hermanos Mazeaud (1974) al hacer referencia a los bienes pasivos, indican que “las deudas de los esposos, al igual que sus bienes activos, se distribuyen entre las tres masas. Pero dejando de lado las masas de bienes propios de los esposos, cabe destacar con Planiol & Ripert (1997) que “las deudas de la comunidad no son deudas de una tercera persona distinta a los esposos, puesto que la comunidad no es sino una simple indivisión; son las deudas del marido y de la mujer, considerados como asociados y sujetos a ellas con sus bienes comunes”. Pero aclaran estos autores que “no obstante lo anterior no debe concluirse que cada uno de los esposos este sujeto a la mitad, como sucede con los deudores conjuntos ordinarios. En efecto, toda deuda de la comunidad proviene siempre del esposo que la ha contraído personalmente y aunque tal deuda entre en la comunidad y aunque el otro esposo se encuentre actualmente obligado a la mitad, aquel por cuya cuenta se contrajo no deja de ser deudor del total”.

Este punto de vista podría ser discutible a partir de las múltiples modificaciones ocurridas en los últimos años en el ordenamiento jurídico nacional relacionado la comunidad de bienes y gananciales. Por tanto, Biaggi (2013) afirma que “si bien se puede hablar como en el caso de los activos, de la existencia de pasivos comunes y pasivos propios, sin embargo, esta clasificación no se trata de un principio absoluto y el mismo en la práctica tendrá una aplicación diferente”.

Aclara este autor que “es preciso recordar que ambos esposos y a partir de la ley No.189-01, tienen la coadministración de los bienes de la comunidad, de donde se ha de entender como hechas en interés común. No obstante ello, es preciso tener en cuenta las disposiciones del artículo 217 del Código Civil, en tanto y cuanto dispone que “cada uno de los esposos tiene poder para celebrar, sin el consentimiento del otro, los contratos que tienen por objeto el mantenimiento y la conservación del hogar o la educación de los hijos; la deuda así contraída obliga al otro solidariamente”, sin que esto sea óbice para decir que cada uno de los esposos contrae sus deudas por separado, sino que se debe recordar que estas modificaciones no fueron lo suficientemente amplias y concretas como para delimitar y actualizar en su totalidad al Código Civil en cuanto a los regímenes matrimoniales. 

Dicho lo anterior, cabe reconocer que existen tres clases de deudas o pasivos en la comunidad, estas son: las deudas de los acreedores comunes de la comunidad; los acreedores y sus acreencias frente a cada uno de los esposos por deudas propias; y las acreencias de que son titulares cada uno de los esposos sobre la comunidad, de forma particular e individual, es decir, los recobros que puedan estos reclamar.

Dicho lo anterior cabe remitirnos al artículo 1409 del Código Civil el cual enuncia cuales son las deudas comunes, (deuda de la comunidad), al disponer lo siguiente “se forma la comunidad pasivamente: 1ro. de todas las deudas mobiliarias en que los esposos estaban gravados el día de la celebración de su matrimonio, o de los que estuvieren gravado las sucesiones que les viene durante el matrimonio, salvo la recompensa por las relativas a los inmuebles propios a uno u otro de los esposos; 2do.  de las deudas, tanto de capitales, como de rentas o intereses, contraídas por el marido o por la mujer; 3ro. de las rentas e intereses solamente de rentas o deudas pasivas, que sean personales a los dos esposos; 4to. de las reparaciones usufructuarias de los inmuebles que no entran en comunidad; 5to. de los alimentos de los esposos, de la educación y sostenimiento de los hijos y de cualquier otra carga del matrimonio”. 

Conjuntamente con esta descripción de los bienes pasivos de la comunidad, existen otros, como las deudas que hayan contraído los esposos antes del matrimonio. A lo cual dispone Biaggi (2013) que conjugándose las disposiciones vigentes del artículo 1409 del Código Civil con las del artículo 1401 del mismo cuerpo legal, se tiene, que si las deudas recae sobre un bien inmueble u otro bien mueble que por mandato del donante o del testador o por una cláusula que efectivamente condicione que determinados bienes muebles no han de entrar a formar parte de la comunidad, dicha deuda no entrará en comunidad y por ende, se ha de reputar como propia del esposo, quien conserve la propiedad del bien gravado como un bien propio”. Sin embargo, no corre igual suerte aquellas deudas que puedan gravar bienes inmuebles que puedan corresponderle por sucesión a uno de los esposos, toda vez que, dichos inmuebles, en principio, no ingresan en comunidad”.

En cuanto a las deudas comunes por naturaleza, estas también forman parte del pasivo de la comunidad, según confirma el artículo 1409 del Código Civil, al disponer entre otras cosas que los alimentos de los esposos, de la educación y sostenimiento de los hijos y de cualquier otra carga del matrimonio son partes del pasivo. 

3.3.- Administración del Patrimonio de la Comunidad

Butten, (2001), afirma que “la consistencia de los patrimonios está determinada y hay lugar a precisar por quién y en cuales condiciones será administrada”. Tradicionalmente, “el marido en su condición de jefe de la comunidad legal, es el administrador del patrimonio común”, es decir, la base legal tradicional le ha consagrado por mucho tiempo al marido la administración de la comunidad. Hasta entrado el presente siglo, el marido solo tenía restricciones para donar los bienes de la comunidad, de la vivienda familiar o de los muebles que en ella hubiere.

Si bien es cierto que en el derecho privado, las personas tienen el libre poder de decisión sobre sus bienes y que en este sentido la mujer, lo mismo que el marido pueden decidir que alguien en particular, incluso un tercero pueda administrar sus bienes, no menos cierto es que en el caso de la administración de los bienes comunes esta ha sido una decisión expresa impuesta por el legislador y aun después que la mujer ha adquirido plenos derechos civiles y políticos, este derecho ha sido cercenado por completo en materia de administración de bienes comunes de la comunidad.

Tavares (2002) afirma que “el principio que domina la administración de la comunidad es el de que el marido como jefe de la comunidad administra los tres patrimonios: el de la comunidad, el propio y el constituido por los bienes personales de la mujer”. Afirma el referido autor que este principio ha sufrido una evolución en el sentido de atenuar la omnipotencia del marido. En el derecho consuetudinario el principio que regía era el de que el marido poseía poderes casi absolutos. El marido podía disipar los bienes de la comunidad. Los bienes de la mujer podía administrarlos a su manera”.

Tavares (2002) sostiene que el principio así entendido pasó en gran parte del Código Civil de 1804. El código consagró el mismo principio del antiguo derecho francés, pero le introduce algunas innovaciones. En primer lugar, reduce la omnipotencia del marido como administrador del patrimonio de la mujer y de la comunidad pudiendo la mujer en el momento en que la comunidad se disuelva abdicar toda la responsabilidad de una administración que le ha sido completamente extraña. En segundo lugar, el código limita el principio permitiendo a la mujer aceptar la comunidad acogiéndose al beneficio de emolumentos, que permite a esta beneficiarse del excedente del activo sobre el pasivo sin exponerse en caso de que haya una diferencia a favor del pasivo sobre el activo.

Esta evolución no se ha detenido, ampliándose en el año 2001, con la ley No.189-01, mediante la cual se deroga artículos como el 1421 del código Civil quitando expresamente la potestad de administración y dominio de los bienes comunes por parte del marido, así como otros textos legales de no menor importancia.

Cabe recordar que, la comunidad de bienes, se forma, en cuanto al activo, atendiendo a las disposiciones del artículo 1401 del Código Civil. Respecto del pasivo, sigue lo previsto en el artículo 1409, pero modificado por la Ley No.189-01, deduciéndose de ello una doble fuente regulatoria respecto de la formación de la comunidad.

De ello se deduce que, en la actualidad, en República Dominicana, los factores que integran la comunidad en primer lugar, son los enunciados por el Código Civil en su artículo 1401; en segundo lugar, estos factores son los establecidos en el artículo 1409 del Código Civil modificado por la ley No.189-01, al disponer esta modificación que: Art. 1409.- Se forma la comunidad pasivamente: 1ro. de todas las deudas mobiliarias en que los esposos estaban gravados el día de la celebración de su matrimonio, o de los que estuvieren gravando las sucesiones que les vienen durante el matrimonio, salvo la recompensa por las relativas a los inmuebles propios a uno u otro de los esposos; 2do. de las deudas, tanto de capitales, como de rentas o intereses, contraídas por el marido o por la mujer; 3ro. de las rentas e intereses solamente de rentas o deudas pasivas, que sean personales a los dos esposos; 4to. de las reparaciones usufructuarias de los inmuebles que no entran en comunidad; 5to. de los alimentos de los esposos, de la educación y sostenimiento de los hijos y de cualquier otra carga del matrimonio.
Si el marido según el sistema imperante antes del año 2001, era el administrador de los bienes de la comunidad y de los bienes propios de él y de la mujer, a partir de ese año, este deja de ser el administrador, dando paso a la administración conjunta de todos los bienes de la comunidad y confirmando las previsiones de la ley No. 855 del año 1978 en cuanto a la administración individual de los bienes propios de cada esposo. 

Si bien es cierto que la ley No.189-01 no hace alusión directa a estos derechos, no menos cierto es que los mimos se encuentran vigentes por la ley No. 855, además de diversas normativas tanto nacionales como internacionales que establecen plena libertad y capacidad de administración a la mujer.

Sin embargo, esta libertad se encuentra cercenada por esos mismos textos legales concretados en la ley No. 855 del año 1978 por cuanto son limitativos a situaciones específicas, las cuales debieron ser más generalizadas en la ley No.189-01. Esta última ley, no obstante, trae más confusiones que aclarando, puesto que al modificar el artículo 1449 del Código Civil, deja sentadas las bases la administración no solo de los bienes de la comunidad sino de los de cada esposo.

3.4.- Disolución de la comunidad

La forma de disolver la comunidad, aunque parece ser homogénea, al menos en la parte conceptual, no lo ha sido en el aspecto normativo. Esto lo confirma Biaggi (2013), al hacer referencia a la evolución legislativa de la disolución de la comunidad, entendiendo que “en la economía general de la comunidad legal instituida en 1804 al promulgarse el Código Civil, que se pueda afirmar que la misma es fundamentalmente inigualitaria durante la existencia del matrimonio, el marido gozaba de una indiscutible posición dominante frente a la mujer, quien se veía separada de la administración tanto de los bienes comunes como de los suyos propios”.

Agregando que, “solo al momento de la liquidación de la comunidad era cuando la mujer se encontraba protegida por un conjunto especifico de reglas que tendían a la preservación de sus intereses, haciendo con ello contrapeso a los amplios poderes del marido durante la existencia de la comunidad y permitiendo sancionar, en ocasiones, su mala gestión”. 

En su proceso evolutivo, la legislación dominicana y después de ese primer momento, tuvo una segunda transformación con la promulgación de la ley No.855 del año 1978 y una tercera con la ley No.189-01 respectivamente. En cada uno de estos casos, “la situación cambió drásticamente al ponerle dichas leyes en su conjunto, fin a la situación desigual que imperaba hasta el momento de su promulgación y principalmente la ley No.189-01 que confió la administración de la comunidad a ambos esposos”, al menos en principio.

Agregando el referido autor que “la mujer, no obstante estas facultades de administrar los bienes de la comunidad que les reconoció y concedió la ley No. 189-01, conserva por el mandato expreso de la ley No.855 del año 1978 y cuando para ella esto pueda resultar más beneficioso, la facultad de y renunciando a los bienes de la comunidad, retener como suyos tanto los bienes propios como aquellos que sin serlo fueron adquiridos con el producto de su trabajo y que el Código Civil clasificaba como bienes reservados, los cuales desaparecieron a partir de la ley No.189-01.

En definitiva, esta evolución ha sido de gran importancia y procesalmente, cada caso tiene su procedimiento y sus formalidades a las cuales es necesario referirse, aunque de forma sintética.

3.4.1.- Procedimiento de Disolución.
Todo matrimonio llega a su fin en algún momento de su existencia y con ello también lo hace la comunidad patrimonial. Pero si complejo es el desarrollo inicial y la existencia de esta sociedad patrimonial, mucho más complejo y delicado es el proceso de disolución. Generalmente esta complejidad se torna más difícil por los grandes poderes que tradicionalmente tiene el marido sobre la comunidad; lo es también por la forma tan compleja de esta unión de los bienes comunes junto a los bienes propios; siendo además difícil por la forma en que casi siempre se tiene que desarrollar este proceso, con intereses enfrentados. 


Por lo que, la disolución puede producirse por diferentes vías. La doctrina y el legislador han enunciado dos formas de agruparla. La primera de estas formas se puede originar por la muerte de uno de los esposos; el divorcio y la anulación del matrimonio. La otra forma de agruparlo es por la separación de bienes; la separación de cuerpo y la ausencia.

Sostienen Planiol & Ripert (1997) que una de la causa más frecuente de disolución de la comunidad es la muerte de uno de los esposos y que esta causa encara al supérstite dos obligaciones fundamentales; primero: La de formular inventario y segundo: La de reconocer los derechos concedidos a la viuda. Por tanto, una vez muerto uno de los cónyuges, lo primero que debe hacer el que le sobrevive es formular inventario, la cual según los autores antes citados “se justifica no solamente porque este será muy útil para liquidar y dividir la comunidad, demostrando su consistencia, sino también y sobre todo, porque es importante evitar fraudes en perjuicio de los hijos; el esposo sobreviviente, que conocía el estado de los negocios de la comunidad y que se halla en posesión de sus títulos y valores, está en posibilidad de realizar, con la mayor facilidad, distracciones u ocultaciones considerable de bienes”.


Los mismos autores afirman que en cuanto a los derechos de la viuda, “la ley permite a la viuda tomar a cargo de la comunidad, su habitación y alimentación durante los tres meses y 40 días que se le conceden”.

Biaggi (2013), respecto de la muerte de uno de los esposos, comenta que “el fallecimiento de uno de los esposos o en ocasiones de la muerte simultanea de ambos esposos, decretará de pleno derecho la disolución del matrimonio y por vía de consecuencia la comunidad existente entre los esposos”. Agregando que “a partir de aquí ya no será posible que subsista la comunidad, los herederos sucesores y legatarios del o los cónyuges fallecidos podrán demandar la cesación del estado de indivisión que hasta ese momento se producía”.

Las normativas establecidas en el Código Civil no obstante sus avances, encuentran algunas delimitaciones que el legislador en el Proyecto del Código Civil, ha apuntado a solucionar o al menos a crear un nuevo régimen de mayores derechos a favor del cónyuge sobreviviente. A tal efecto, Biaggi (2013) sostiene que “en el caso de fallecimiento de uno de los cónyuges habría que tener en cuenta las disposiciones novedosas que contempla el proyecto del Código Civil, que otorga amplios derechos y facultades al cónyuge supérstite, que es asimilado por dicho proyecto como un heredero, para disfrutar de parte de los bienes relicto del de cujus”. Ya no son los derechos de la esposa viuda, sino los derechos del esposo sobreviviente, ya no son los de alimentación y habitación, sino los de un heredero que le sobrevive al de cujus.

En la actualidad, puede decirse que el divorcio es la causa más común de disolución de la comunidad, superando a la muerte de uno de los cónyuges. Este puede ejecutarse de dos formas, bien por el mutuo consentimiento, o bien por las vías legales litigiosas. Cuando es por mutuo consentimiento, “el legislador señala la obligación para los esposos de estipular en el mismo acto donde se conviene el divorcio todo lo relativo a la partición de los bienes de la comunidad, si los hubiesen”. 

Si por el contrario, el divorcio se efectúa por la vía litigiosa, entonces desde el mismo momento de la demanda, las partes deberán tomar cuantas medidas sean necesarias para la preservación de los intereses de la comunidad, bien sea mediante embargos conservatorios como también oposición a los fines de que los terceros detentadores de bienes de uno de los esposos se desapoderen de ellos, o a que determinados registradores puedan inscribir actos traslativos de propiedad registrada a favor de uno de los cónyuges sin necesidad de que dicha medida conservatoria sean válidas, como tampoco las disposiciones trabadas y modificadas por ningún juez”.

Visto los aspectos relevantes destacados en los párrafos anteriores, se desprende que el procedimiento de disolución de la comunidad tiene partes homogéneas y partes que difieren en su formalidad, en el primer caso, la parte homogénea es que se debe acudir ante el tribunal competente, para que este sea el que sancione y de constancia de que el matrimonio, sea por muerte, separación de bienes, separación de cuerpo, o divorcio o cualquier otra causa, ha dejado de existir.
Pero también tiene partes específicas, por ejemplo, en el divorcio si este es por mutuo consentimiento, las partes deben presentar un inventario y un esquema de cómo han de proceder a la disolución y la separación de sus bienes. En el caso de divorcio litigioso, una vez presentada la demanda debe hacerse un procedimiento variado que puede ir desde el inventario puro y simple, hasta los embargos, o la prohibición de cualquier actuación relacionada con esos bienes, entre otros.

3.4.- Partición y Liquidación de la Comunidad

La comunidad queda disuelta cuando se rompe el vínculo que une a los esposos por alguna de las causas que ya han sido analizadas en subtemas anteriores. Pero esta disolución no implica que, en ese momento, cada cual reciba la parte de los bienes comunes que le corresponda. Para la determinación y la entrega de esa parte, se requiere de un nuevo proceso que el legislador ha denominado como partición. 

Según Biaggi (2013), “al instante de producirse una cualquiera de las causas de disolución de la comunidad, (…) se apertura un interregno en el cual la indivisión se mantiene, hasta tanto se produzca, primeramente, la demanda en partición de los bienes comunes y hasta que se agote el procedimiento de liquidación, cuando concluyan todas las operaciones de liquidación, la masa común permanecerá en un estado de indivisión”.

Iniciado este periodo, pueden darse dos situaciones, una es que los interesados inicien de inmediato un proceso de partición, o que se produzca un compás de espera que, en el caso de del divorcio esta es de dos años, según Biaggi (2013), el cual afirma que “es importante tener en cuenta en este aspecto, que la acción en partición debe ser ejercida en un plazo de dos años, posteriores al pronunciamiento de la sentencia por la cual se admita el divorcio, que producirá de pleno derecho la disolución de la comunidad”. Agrega este mismo autor que “respecto de la disolución de la comunidad por el fallecimiento de uno de los esposos, es preciso entender que siendo imprescriptibles los derechos de los herederos frente a los bienes relictos de su causante, esta prescripción no aplicará y en estos caso, cuando la partición de la comunidad no haya sido ejercida ni por el cónyuge supérstite ni por sus herederos y sucesores, el cónyuge que conserve en su poder dichos bienes se reputara como un administrador de los bienes comunes y propios que han quedado bajo su guarda”.

Una vez iniciada la acción, existe un proceso que debe iniciarse con el desglose de la composición de la masa de bienes primero en reconocer lo que es propiamente de la masa partible, o lo que pertenece a terceros o a algunos de los esposos, o bien lo que se encuentra en mano de terceros, hecho esto, se forman dos masas, el activos y pasivos respectivamente. 

Respecto del activo, según Biaggi (2013), “la masa no será otra que el conjunto de bienes existentes que al momento de producirse la disolución de la comunidad existían, excluyéndose, en principio de la misma, los bienes propios de cada uno de los esposos. 

Respecto del pasivo, en el inventario se determina mediante las múltiples reglas que se han enunciado en otros subtemas de la presente investigación. Este pasivo consistente en las deudas, es decir, en las obligaciones que tiene la comunidad con terceros, según las diversas disposiciones reglamentarias establecidas por el legislador y que han ido siendo modificadas según se ha analizado también en otra parte de este estudio.

Una vez planteado estos elementos precedentemente enunciados, se procede a la liquidación propiamente dicha, es decir, se procede a realizar las operaciones tendentes al reparto de los bienes, la realización de las acreencias de cada uno de los esposos frente a la comunidad, así como los pagos de las deudas comunes o de la comunidad.

Si el proceso de liquidación se produce de forma amigable las partes deciden el procedimiento, aunque siempre teniendo en cuenta las tres masas comunes. No obstante, si el proceso es de forma litigiosa, entonces se procede mediante las reglas descritas en el Código Civil.

Capítulo IV. 
Manejo y Desenvolvimiento del Régimen de la Comunidad Reducido a los Gananciales 

4.1.- Conceptos y Características

Dado que el matrimonio es una relación creada mediante el libre consentimiento de las partes, el legislador ha establecido reglas generales, pero sin entrar en coartar esa libertad de los contrayentes. No obstante, en virtud de la delicadeza con que debe manejarse la existencia de bienes materiales perteneciente a una o más personas, el legislador también ha establecido elementos determinantes para el funcionamiento de la sociedad matrimonial en cuanto a esos bienes existentes o que puedan existir, siendo uno de esos conjuntos de reglas, los pertenecientes al régimen matrimonial de comunidad reducido a los gananciales.

Desde el punto de vista legal, siguiendo lo dicho por Biaggi (2013), se entiende por gananciales, “a la luz de las disposiciones del vigente artículo 1498 del Código Civil, la comunidad que se forma con los bienes que los esposos puedan adquirir durante su matrimonio, juntos o separados, con los recursos provenientes o procedentes tanto de la industria común, como también de las economías hechas con los frutos y rentas de los bienes de ambos esposos”.

Para este autor, este régimen tiene un carácter desigual por cuanto existe “una separación desigual y diferente de los bienes entre las masas propias y la de la comunidad”.

Conceptualmente, este régimen matrimonial puede ser definido de diversas formas, pero con un denominador común: solo las ganancias entran a la comunidad. Pero no las ganancias o aumento de valor adquisitivo de lo ya existente, la ganancia, el ganancial significan todo lo que entra a la comunidad después del matrimonio. Así, Capitant (1930), sin definir directamente el régimen matrimonial, conceptúa el termino ganancial de la forma siguiente “bien adquirido a título oneroso o gratuito por uno de los esposos durante la comunidad y que forma parte de la masa común”. Es como decir, todo lo que entra a partir del matrimonio no estaba y por tanto constituye ganancia, y esa parte va para la masa común. 

Delgado y Vargas (2008) citando a Trejo (1990) definen a este término acorde con el Código de Familia de Costa Rica, al entender que ganancial es “todo aquello adquirido a título oneroso dentro del matrimonio, mediante el trabajo, esfuerzo y cooperación de ambos cónyuges en su comunidad de vida y que ha significado un aumento en el patrimonio de cada uno de ellos del que se aportó al constituirse el matrimonio”.  Obsérvese que, al hacer referencia a ganancial, tanto la legislación como la doctrina lo asimila al régimen de comunidad matrimonial reducido a los gananciales, aunque cuando se menciona el termino sociedad de gananciales, para este caso es preciso especificar que se trata de sociedad matrimonial porque en el ámbito comercial también se conocen las sociedades de gananciales como sociedades comerciales. 

Brenes (1989) lo define diciendo que son “…todos los bienes ganados durante la unión, aunque los capitales aportados fueren desiguales, o aunque el uno llevare el capital y el otro no. Considerase gananciales los bienes que uno de los esposos adquiera con su trabajo, industria, oficio o profesión; las rentas o frutos percibidos y pendientes de los bienes que cada uno aportó al matrimonio.”

En tanto que Zannoni (1983) afirma que son “aquellos bienes que cada uno de los cónyuges, o ambos, adquieren durante el matrimonio, por cualquier título que no sea herencia, donación o legado...La exclusión de ganancial afecta, en principio, a los bienes adquiridos por cualquiera de los cónyuges antes de contraer matrimonio y los que durante él adquiriesen a título gratuito”. En esta definición se hace exclusión de aquellos bienes adquiridos antes del matrimonio, así como las herencias, legados y donaciones que puedan ingresar a la propiedad de cada uno de los esposos aun después de casados.

Osorio (2006), entiende por régimen reducido a los gananciales “aquel régimen económico matrimonial en el que el marido y la mujer ponen en común las ganancias o beneficios obtenidos indistintamente por cualquiera de ellos por lo que, al disolverse la sociedad, les son atribuidos por mitad a cada uno de los cónyuges”.  En esta definición, el autor hace referencia ya no al término ganancial sino al régimen matrimonial erigido bajo las directrices de esta condición jurídica.

Puig (1974) define a la comunidad de bienes gananciales como: “aquella situación de comunidad que la voluntad privada, o la ley, en su defecto, declara establecida entre marido y mujer, por virtud de la cual éstos ponen en común y hacen suyos por mitad al disolverse el matrimonio, los beneficios obtenidos indistintamente por cualquiera de ellos durante el mismo”

Cabe destacar la definición de Rodríguez (1996), quien infiere que el régimen matrimonial reducido a gananciales es “aquel en el cual ambos cónyuges conservan la facultad de administrar sus bienes, sin otras restricciones que aquellas consagradas expresamente en la ley, debiendo, al momento de su extinción, compensarse las utilidades que cada uno obtuvo a título oneroso, configurándose un crédito en numerario a favor de aquel que obtuvo menos gananciales, de modo que ambos participen por mitades en el excedente líquido”.

En términos más sucinto, se define también como una combinación del régimen de sociedad conyugal y el de separación total de bienes y consiste en que durante el matrimonio los cónyuges se miran como separados de bienes, pero a la época de su disolución, las utilidades que cada uno produjo forman un fondo común que se divide entre ellos en partes iguales. Sin embargo, debemos advertir que, en esta definición, se incurre en un error, al aludir que forma “un fondo común”, pues ello no es efectivo en la legislación chilena, según lo estudiaremos” (Rosel, 1994).
En definitiva, se puede afirmar entonces que es una combinación de los dos sistemas anteriores. Durante el matrimonio los cónyuges se miran como separados de bienes, pero a la época de su disolución, las utilidades que cada uno produjo van a formar un fondo común que se divide entre ellos por mitad. Disuelto el matrimonio, entonces, nace ipso jure la comunidad de bienes, que es de vida efímera. Nace sólo para los efectos de su división.
Este régimen permite la plena capacidad de la mujer durante el matrimonio. Para la mujer es más ventajoso que el régimen de Separación, ya que le permite participar de las utilidades del marido, al cual ella ayuda ciertamente. Por su parte, si ella no trabaja no tiene como adquirir bienes y producir utilidades.

En cuanto a sus características, la doctrina y la jurisprudencia aún tienen diversos criterios, por ejemplo, en una sentencia de la emitida por el Tribunal Superior de Justicia de Costa Rica, en el año 1991, este aducía que “Considérense gananciales los bienes que uno de los esposos adquiere con su trabajo, industria, oficio o profesión; las rentas o frutos percibidos y pendientes de los bienes que cada uno aportó al matrimonio”. El término gananciales es en sí mismo impreciso ya que suele utilizarse no solo como adjetivo, para calificar los bienes en cuestión, sino también como sustantivo abstracto en cuanto se llama así el derecho de participación que tiene cada cónyuge en el valor de los bienes adquiridos a título oneroso durante el matrimonio, ya sean propiedad de ambos (de donde el derecho resulta de cuna copropiedad real), o de uno solo de ellos. (…)

Debemos distinguir entonces entre el derecho a gananciales y los bienes gananciales propiamente dichos, que son aquéllos que deberán ser objeto de reparto entre los cónyuges a fin de hacer efectivo aquel derecho. El derecho a gananciales surge entonces al disolverse el vínculo matrimonial con el divorcio, no teniendo ninguno de los cónyuges derecho a gananciales en los bienes propios sino en los bienes que se constaten en el patrimonio del otro, perdiendo el derecho a la mitad el cónyuge culpable al valor del bien no al bien en sí, o sea no deja de ser propietario del bien.”

Más adelante, en el año 2000, por su sentencia No.950, la Suprema Corte de Justicia de aquel país sostenía que “no se trata de un derecho de copropiedad, sino que es un derecho de participación en un valor del bien que se considere ganancial. Este valor neto se determinará una vez establecido el valor del bien, menos los gravámenes que pesen sobre él y que deban cancelarse. Realmente puede decirse que este derecho viene a ser un crédito a favor del otro cónyuge y como tal debe ser cancelado”.

En tal sentido, “únicamente los bienes adquiridos durante la vigencia de la sociedad conyugal, pueden tener ese carácter de gananciales. Sin embargo, existen situaciones en las cuales, el ingreso al patrimonio de la sociedad conyugal no es totalmente claro, porque no existe un documento en el que conste la transmisión, a título oneroso, de un determinado bien o derecho. Por ello, en estos casos, el juzgador, en aras de efectuar la debida liquidación de la sociedad conyugal, tiene que recurrir a todos los medios probatorios pertinentes, para establecer el carácter propio o de ganancial, respecto de dichos bienes y para ello, necesariamente, tiene que analizar la participación de los terceros que contratan con el cónyuge, a fin de evitar la distracción de bienes, adquiridos dentro del matrimonio, con la intención de que no sean considerados gananciales”, (sentencia Suprema Corte de Justicia Costa Rica, (1998).

Ello indica que  “ese esfuerzo común de los cónyuges, se desprende de su colaboración no sólo en lo material, sino también, en lo moral y en la entrega de ambos por ir día con día, satisfaciendo las necesidades del hogar y debe partirse siempre, salvo prueba fehaciente en contrario, de que ambos cónyuges, velan siempre y se esfuerzan, en la medida de sus posibilidades, por el mejoramiento de las condiciones de la familia; razón por la cual, se presumen gananciales los bienes que adquieran durante la vigencia de su unión matrimonial”

Tiene el carácter de ser un régimen de ganancias, concebida esta como todo aquello que llega al matrimonio sin considerarse como el aumento neto del valor de lo que ya se tiene, sino de todo lo que llega al matrimonio después de que este se celebra. En tal sentido, como régimen de ganancia vale decir con este sistema se hacen comunes las “ganancias” de ambos esposos, lo que cualquiera de ellos haya obtenido por título oneroso, es decir, mediante una contraprestación (dinero, bienes), o como fruto de su trabajo o de sus inversiones (lo que podríamos llamar “rendimientos del capital y del trabajo”). 

Todo esto pasa a formar un “fondo común”, que pertenece a los dos esposos con carácter conjunto o indistinto; es decir, que todo es de los dos, pero ninguno es dueño de una cosa o parte concreta (ya nada es “tuyo o mío, sino nuestro”). Este fondo común tiene que hacer frente a las necesidades de la familia integrada por los dos esposos y en caso de haberlos, por los hijos. Dado su carácter común, las decisiones trascendentes sobre dichos bienes tendrán que tomarlas de común acuerdo. 

Pero no todo se hace común. Junto a los bienes gananciales (ese fondo común), existen otros, los privativos, que pertenecen exclusivamente a cada uno de los cónyuges. Serán los que cada uno de ellos tuviese al empezar el régimen (los que tuviese de soltero) y los que adquiera después a título gratuito, es decir, sin que le cueste esfuerzo ni dinero: herencias y donaciones o regalos que reciba. También serán privativos los bienes que adquiera en sustitución de otros del mismo carácter; por ejemplo, si el esposo recibe unos terrenos por herencia al fallecer sus padres, aun cuando esté ya casado al recibirlos, estos terrenos serán privativos y si decide venderlos (para lo que no requiere el consentimiento de su esposa), el dinero que reciba a cambio será también privativo.

En cuanto a sus características propiamente, Corral (1996) enuncia las siguientes: 

a) Es un régimen económico matrimonial de carácter legal o de regulación predeterminada: los cónyuges no pueden alterar las normas legales que regulan el régimen (se trata por ende de normas de orden público). 

b) Se trata de un régimen alternativo y subsidiario a la sociedad conyugal. 

c) Es un régimen de acceso convencional: requiere de pacto expreso de los cónyuges. 

d) Su mutabilidad está prevista en la ley: mudará, por voluntad de los cónyuges, en los casos y con las limitaciones que indicaremos. 

e) Consiste en un régimen de participación restringida de ganancias y adquisiciones: por regla general, sólo son considerados como gananciales, los bienes muebles e inmuebles, adquiridos a título oneroso durante el matrimonio. 

f) Es un régimen de participación en su modalidad crediticia: al finalizar el régimen, no se forma comunidad de bienes entre los cónyuges, sino que la participación se traduce en el surgimiento de un crédito. 

g) Durante su vigencia, los cónyuges están separados de bienes. En consecuencia, cada uno de los cónyuges administra libremente lo suyo. 

h) Al finalizar el régimen, se compensa el valor de los gananciales obtenidos por los cónyuges. Hecha la compensación, la mitad del excedente, se reparte en partes iguales.

Aunque cabe recordar a Cabanellas (1999) al decir que la característica de la comunidad de gananciales es “el resultado de la sociedad conyugal pactada, legal o consuetudinaria, en virtud de la cual se hacen comunes todos los bienes que el marido y la mujer aportan al matrimonio al tiempo de contraerlo y los adquiridos después con igual carácter. Esta comunidad de bienes comienza desde la celebración del matrimonio. Su capital lo compone la dote de la mujer, los bienes que el marido introduce al matrimonio, parafernales y los adquiridos en lo sucesivo por los cónyuges, sea a título oneroso o gratuito. La comunidad de bienes finaliza por la separación judicial de los mismos, por declararse nulo el matrimonio y por la muerte de uno o ambos esposos”

En consecuencia, en este régimen económico matrimonial su esencia es la separación absoluta de bienes que son propiedad de los cónyuges a la fecha de la celebración del matrimonio, surgiendo la comunidad de gananciales con los bienes obtenidos con posterioridad a las nupcias. En este régimen el patrimonio conyugal se forma por los bienes que aporta el marido, por los bienes que aporta la mujer y por el capital común que resulta de las ganancias de la comunidad de bienes. El marido y la mujer hacen suyos por mitad al disolverse el vínculo matrimonial los bienes adquiridos durante la vigencia del matrimonio.

4.2.- Antecedentes Históricos
Alarcón (2005) hace mención de la doctrina jurídica en la materia situando dos grupos de autores que establecen origen, aunque no opuestos, pero situados en distintos momentos y lugares, de la comunidad de bienes reducidas a los gananciales. En el primer grupo, ésta autora referencia a Cárdenas, (1884), Hinojosa, (1915) Gutiérrez, (1868) y Sánchez Román, (1912) respectivamente, quienes “señalan el origen de la sociedad de gananciales precisamente en las costumbres de estos pueblos primitivos germanos que, conservadas por los godos, domiciliados luego en España, se establecieron como las primeras leyes relativas a esa comunidad de bienes”, (Pag.12).

Sin embargo, un grupo de autores, tiene un criterio distinto sobre el origen de este sistema que rige los destinos patrimoniales del matrimonio. Entre estos autores se citan Prieto, (1976), De los Mozos, (1982), quienes, según la autora citada, “sostiene que el origen de la sociedad de gananciales debe situarse en el derecho romano vulgar conocido por las investigaciones de E. Levi y de sus seguidores. Estos autores piensan que una manifestación muy clara y elocuente de la idea de comunidad que siembra el cristianismo se encuentra en la novela de Valentino. 

Según esta doctrina, se establecía en esta ley que los cónyuges quedaban exentos de la obligación de rendir cuentas de los frutos provenientes de sus respectivos patrimonios consumidos durante la vida matrimonial, lo que revela, en su opinión, que existía la costumbre de colocarlos en común para atender a los gastos de la familia y que disponían de ellos lo mismo el varón que la mujer; viendo en ello los autores la posible derivación de la partición por mitad de los frutos restantes. Esta ley fue acogida más tarde por el derecho visigótico en el Brevario de Alarico o Lex Romana wisigotorum y al amparo de la misma se forma una costumbre, con ocasión de las donaciones nupciales, de acuerdo con la solución cristiana del reparto por mitad de los bienes adquiridos durante el matrimonio, como se revela en la fórmula XX de la llamada Colección ovetense. 

Sin embargo, esta corriente reconoce que en el Liber Iudiciorum, la Ley Dum cuiscumque de Recesvinto se pronuncia por la solución que dispone el reparto proporcional a las aportaciones de los cónyuges, lo que marca las diferencias entre los historiadores en cuanto al origen de la sociedad de gananciales; poniendo de relieve los autores que el carácter legal de tal régimen era supletorio y que como regla principal se tenía por costumbre los pactos prenupciales, cuyo origen debe vincularse al derecho romano vulgar de Occidente, lo que acreditaría su ascendencia cristiana y no germánica, (Pags. 13-14).

En España este régimen se consagró de forma especial durante la época de los visigodos, en donde eran bienes gananciales todo lo que el marido y la mujer adquirían durante el matrimonio, por sí o por medio de su hacienda. En lo que el marido adquiría en la guerra, por donación o herencia de amigos o extraños, de su patrono o del monarca, no tenía la mujer, derecho alguno y podía el marido disponer libremente, sucediendo en ellos sus hijos o herederos. Para la mujer también eran considerados propios los bienes así adquiridos.

Sin embargo, según Herrera (2008), donde mayor afianzamiento legal ha tenido este régimen patrimonial es en Hungría, por cuanto, según esta autora, “sus orígenes se remontan al Derecho Consuetudinario Húngaro Matrimonial de 1952, Ley Francesa de 1907 y la Ley Sueca de 1920; en estas legislaciones durante el matrimonio los cónyuges se miran como separados de bienes, por lo tanto pueden administrar y disponer libremente de sus bienes, aunque no de manera absoluta, pues se limita por medio de la institución de los bienes familiares que fueron introducidos junto con este régimen por ley y además porque ambos cónyuges deben otorgar su consentimiento para que uno de ellos constituya cauciones personales en favor de terceros que comprometan bienes necesarios para asegurar la digna subsistencia de la familia”, (Pág. 10).

En aquel país, “Se le consideraba un régimen mixto, ya que durante el matrimonio cada cónyuge gozaba de la plenitud de los derechos sobre sus bienes y gananciales que adquiría, es decir mientras el matrimonio se encontraba vigente se regía principalmente por las normas de la separación, pero eran las normas de la comunidad las aplicables en el momento de la disolución. Durante el matrimonio cada cónyuge gozaba de la plenitud de los derechos sobre sus bienes propios y sobre los gananciales que él adquiría. Es importante destacar que este régimen nunca consideró a la mujer casada como incapaz. Estas normas eran contradictorias y poco precisas ya que su evolución y aplicación no se encontraban plasmadas en texto legal alguno”, (Herrera, 2008, Pág.10)

En Francia y según la misma fuente, el 13 de julio 1907 se introdujo el patrimonio reservado de la mujer casada, mediante el cual la mujer conserva la administración de los bienes que adquiera con motivo de su trabajo. Esta institución sirvió de base al proyecto presentado al Senado por el gobierno francés el 23 de Junio de 1932 que proponía la participación en los gananciales y la supresión de la incapacidad de la mujer, ya que resultaba ilógico no generalizar la situación patrimonial de modo de reconocer que los bienes adquiridos por uno de los cónyuges durante el matrimonio es fruto de esfuerzos comunes, eliminando la injusticia derivada del hecho de que esos bienes aparezcan bajo el nombre del cónyuge que participó en el contrato. Pero el sistema de participación no sería introducido en la legislación francesa sino hasta 1965, fecha en que se le incorporó como régimen convencional.

En España, después de muchos cambios, en la actualidad el Código Civil español en su Capítulo V, artículos 1411 al 1434 se denomina: “Del régimen de participación”. En estas disposiciones se señala que en el régimen de participación cada uno de los cónyuges adquiere el derecho a participar en las ganancias obtenidas por el otro durante el tiempo en que dicho régimen haya estado vigente. Asimismo, a cada cónyuge le corresponde la administración, el goce y la libre disposición de los bienes que le pertenecían al momento de contraer matrimonio, como de los que puedan adquirir después a título oneroso o gratuito. 

4.3.- Configuración y Distribución del Patrimonio

Según Herrera (2008) “este es una combinación de los regímenes de separación de bienes y de comunidad. En él cada cónyuge conserva la administración, goce y dominio de los bienes aportados o adquiridos durante el matrimonio”, (Pag.8).

Puede tener algunas variantes tales como la participación en los gananciales en su modalidad crediticia, el cual “Se caracteriza porque durante el matrimonio los cónyuges se consideran separados de bienes, cada uno administra, goza y dispone de sus bienes propios. Al disolverse el matrimonio o al término del régimen se compara el patrimonio originario de cada cónyuge, debidamente reajustado, con el patrimonio final de cada uno y si el patrimonio final excede al originario la diferencia constituye gananciales que se dividen en partes iguales entre el marido y la mujer. Si ambos cónyuges obtienen gananciales se compensan y el cónyuge que ha obtenido menos gananciales adquiere un crédito de participación en contra del otro por la mitad del excedente”, (Herrera 2008, Pág.9).

Y el régimen de participación en los gananciales con comunidad diferida, en cuyo caso cabe explicitar que “Esta modalidad consiste en que durante el matrimonio los cónyuges están separados de bienes, cada uno administra, goza y dispone de sus bienes propios. Al momento de término del régimen o disolución del matrimonio se forma una comunidad con todos los bienes que el hombre y la mujer han adquirido durante la vigencia del matrimonio a título oneroso, con aquellos bienes que son producto del trabajo de los cónyuges y con los frutos de los bienes propios de cada uno” (Herrera 2008, Pág.9).
En términos prácticos, el régimen se configura a partir de tres masas que, como en el régimen de comunidad de bienes y gananciales se encuentra confundida durante la vida matrimonial. En consecuencia, el patrimonio se configura primero, con el inventario que hacen los esposos al momento de contraer matrimonio, es decir, cada esposo tiene que identificar a plenitud todos los bienes que posee, los cuales configuran una masa de bienes separado o individual. 

Pero una vez concertada esta primera organización del patrimonio, la unión de los mismos hace que se confundan, aunque en principio lo normal es que la administración de los bienes permanezca por separado, pero en la práctica forman una masa general, excepto en casos de empresas, negocios o cualquier otra cuestión de importancia económica en donde cada uno de ellos realice sus actividades por separado.

Ya se ha dicho que el ganancial existente en este régimen de comunidad se encuentra distribuido en tres partes, una que pertenece al marido, otra que pertenece a la mujer y otra que pertenece a la comunidad. La parte correspondiente al marido y la mujer constituye todos aquellos bienes que poseían al momento de contraer matrimonio y la común es toda aquella que ingresa durante el matrimonio a excepción de los legaos, donaciones y sucesiones. Sin embargo, en términos más práctico debemos decir cuáles son esos bienes. 

En tal sentido, son gananciales los frutos o rendimientos de los bienes, tanto gananciales como privativos de cada uno (así, aunque el terreno que el esposo heredó de sus padres es privativo, si lo arrienda, la renta que perciba será ganancial o si lo vendió, aunque el precio que ha cobrado es privativo, si deposita ese dinero en un banco, los intereses que perciba también serán gananciales); y las empresas o industrias que se funden durante el matrimonio invirtiendo ese “fondo común”, aunque lo haga uno (si la esposa instala una peluquería invirtiendo el dinero que la familia había ahorrado, procedente del sueldo del marido, que es ganancial, la peluquería tendrá igual carácter ganancial). Y también son gananciales las ganancias que cualquiera de ellos tenga en el juego (ejemplo, los premios de la lotería). 

Son privativos los bienes y derechos inherentes a la persona y los no transmisibles, así como las indemnizaciones percibidas por cada uno como resarcimiento de daños sufridos en su persona (indemnización en un accidente de tráfico) o bienes privativos; también son privativas las ropas o los objetos de uso personal que no sean de  extraordinario valor y los instrumentos o enseres profesionales de cada uno de los esposos, salvo que formen parte de esa industria familiar que tuviese el carácter de ganancial.

De igual forma, las mejoras, edificaciones o plantaciones que se realicen en los bienes de una y otra clase van a tener el mismo carácter que los bienes mejorados: las que el esposo realice en el terreno heredado serán también de su exclusiva pertenencia, pero atención, porque si invierte para ello dinero ganancial (o incluso su trabajo personal, ya que el rendimiento de éste es también ganancial), aunque el edificio o plantación no dejan por eso de ser privativos, lo que sí existirá será un crédito a favor de la sociedad de gananciales, es decir, que el patrimonio particular del marido deberá compensar ese valor al fondo común cuando éste se disuelva (sea al terminarse el matrimonio por muerte o divorcio, o al acordar ambos esposos cambiar su régimen económico por el de separación, o por otro).

Enunciados de una forma general no es suficiente con entender esta distribución de los bienes en la comunidad reducida a los gananciales, por tanto, es importante verificar algunos detalles específicos según lo plantea Biaggi (2013), al entender que “los inmuebles adquiridos antes del matrimonio y los que los reemplacen, se reputaran como bienes propios, lo mismo que aquellos que hayan podido adquirir por prescripción adquisitiva de una posesión por más de veinte años. También han de ser reputados como bienes propios los muebles que hubiesen detentado y poseído al momento del matrimonio, entre los que se deben incluir las acciones y cuotas sociales que puedan haber sido suscritas por uno de los esposos como también el derecho moral sobre una obra artística, los fondos de comercio, etc.”.
Agrega este autor que “por tratarse el usufructo de un bien mueble, en este régimen los esposos no conservan como bien propio más que la nuda propiedad de ciertos bienes, principalmente en lo que a inmueble se refiere. Pero no queda impedido por este hecho de disponer libremente y en cualquier momento del matrimonio de dicho bien, salvo que el mismo este destinado y sirva como casa morada de la familia”.

En cuanto al pasivo, “en este régimen, al igual que sucede con el régimen de comunidad, los pasivos se dividirán en tres grandes masas: los bienes propios de cada uno de los esposos y los bienes comunes. En este caso, si los acreedores cobran sus acreencias sobre los bienes que no le corresponden por no ser del esposo que tiene la acreencia o no ser de la comunidad, entonces el esposo afectado puede pedir que estos valores sean excluidos de la acreencia o que el otro esposo recompense esta cantidad. O en caso que sea una deuda de la comunidad, entonces que esta le recompense al esposo afectado. 

4.4.- Gestión de los Bienes

Ya se han hecho algunas enunciaciones respecto de la gestión de los bienes, las cuales pueden resumirse en la forma siguiente: Los esposos gestionan sus propios bienes durante el matrimonio y cada uno también gestiona los gananciales que pertenecen a la comunidad deducido de los bienes propios. Nada impide además que los bienes que entren formalmente a la comunidad como tal y que no sean deducidos de los bienes propios de uno u otro esposo, puedan ser administrados en conjunto o designado uno de los esposos para que los administre. Pero visto de una forma general no es suficiente para entender la gestión en sí misma y especialmente, algunas especificaciones relacionadas con dicha gestión. 

4.5.- Funcionalidad

Permite este régimen la plena capacidad de la mujer, con lo que se eliminan los inconvenientes de la comunidad. Asimismo, da participación a la mujer en las utilidades producidas por el marido. Con ello, se elimina el inconveniente más grave del régimen de separación, en el cual en ocasiones la mujer, por estar impedida de producir por sus afanes domésticos, pierde toda expectativa en participar en las utilidades obtenidas por el marido, las que no pocas veces la mujer contribuyó a formar.

Sin embargo, Rossel (1994) afirma que “si bien este régimen es el que más ventajas ofrece desde un punto de vista abstracto, en la práctica coloca en peor situación al cónyuge que trabaja, produce y ahorra, frente al que consume, mal o bien, el producto de su actividad. El primero deberá contribuir con la mitad de sus bienes a sustentar la vida del que nada tiene. Puede constituir, por ende, un seguro a favor de la desidia y de la imprevisión.

4.6.- Terminación del Régimen Reducido a los Gananciales

En algún momento de la vida en común el régimen de comunidad reducido a los gananciales tiene que llegar a su fin. Este régimen puede terminar por las mismas causas que los demás regímenes, entre estas se encuentran:

4.6.1.- Divorcio. 
El divorcio es común a todos los regímenes matrimoniales; en cualquiera de ellos se puede producir, incluso hasta en el matrimonio canónico existen causas de divorcio, definido este por Cabanellas (1999) como “la acción y efecto de divorciar o divorciarse”. Y esta a su vez como el hecho “de separar un juez competente, por sentencia legal, a personas unidas en matrimonio, separación que puede ser con disolución del vínculo o bien manteniéndolo, pero haciendo que se interrumpan la cohabitación y el lecho común”.

En tanto que Capitant (1930), afirma que divorcio es “la disolución del matrimonio pronunciado por la justicia, en vida de ambos esposos, a requerimiento de uno de ellos o de los dos y por una de las causales determinadas en la ley”.

Existen múltiples definiciones más sobre el divorcio, pero no es el objeto del presente subtema conceptualizar el divorcio sino verificarlo como instrumento, medio o mecanismo para disolver el matrimonio. En tal sentido, la mayor parte de los códigos y normas relacionadas con el matrimonio y el divorcio entienden que “el divorcio disuelve el matrimonio y deja a los ex cónyuges en aptitud de contraer otro” (Código Civil Mexicano, artículo 266), o bien cuando se dice que el divorcio pone fin a las obligaciones y derechos de carácter patrimonial cuya titularidad y ejercicio se funda en la existencia del matrimonio. 

También se habla de que la sentencia de divorcio vincular produce la disolución de la sociedad conyugal con efecto al día de la notificación de la demanda o de la presentación conjunta de los cónyuges, quedando a salvo los derechos de los terceros de buena fe.

En cualquiera de estos casos, el divorcio pone fin al matrimonio y con él a todo el andamiaje jurídico que recae sobre el patrimonio existente. En el caso de la comunidad de bienes reducida a los gananciales, el divorcio, al poner fin al matrimonio, le pone fin también a la comunidad de bienes reducido a los gananciales. O como lo afirma Biaggi (2013) al enunciar que “el divorcio pone fin a la comunidad de bienes. Al siguiente día del pronunciamiento que debe realizar el oficial del Estado Civil, da inicio a un plazo de dos años dentro de los cuales deberá ser ejercida la acción de partición”. 

Una sentencia emanada de la Suprema Corte de Justicia dominicana del 4 de septiembre del año 1974, publicada en el boletín Judicial No.766, enunciada por Biaggi (2013), establece que “si bien la comunidad legal de bienes existentes entre los esposos no se disuelve, en caso de divorcio, como lo ha admitido la Corte a qua, sino a partir de la sentencia que la pronuncia, es preciso tener en cuenta cuando se trata de un divorcio por mutuo consentimiento, que la ley exige convenir anticipadamente una serie de estipulaciones que comprende un inventario de los bienes comunes, lo que no excluye la participación de los mismos convenida en el acta de estipulaciones”. 

Advirtiendo, no obstante que cual que sea la causa de divorcio, será preciso reiterar que la comunidad quedará disuelta desde el momento en que la sentencia por la que se admita el divorcio haya sido pronunciada por el oficial del Estado Civil. así que, cualquiera que sea la causa del divorcio, el régimen de comunidad reducido a los gananciales, con este se pone fin a esta comunidad abriéndose el siguiente paso consistente en la partición, la liquidación o la modificación del régimen existente.

4.6.2.- Separación Judicial de los Esposos. 
Puede ocurrir también que los esposos consideren en un momento de su vida matrimonial que la relación como pareja, es decir, como esposos con intimidad y vida familiar ya no es posible y como consecuencia ya no pueden seguir siendo pareja, pueden fácilmente establecer una situación especial para el matrimonio, ya sea que no se disuelva para proteger a los hijos, o para la protección de cualquier otra situación especial que exista en esta relación de personas casadas. En tal sentido, se puede proceder a la separación judicial de cuerpo o a la separación judicial de bienes.

La separación judicial de cuerpo es, según De Piña, (2015), “La separación de cuerpos es una institución del Derecho de Familia que consiste en la interrupción de la vida conyugal por decisión judicial que suspende los deberes relativos al lecho y habitación y pone fin al régimen patrimonial de la sociedad de gananciales”.
Según Diez-Picazo y Grullón (2015), “se denomina separación a “aquella situación del matrimonio, en la que, subsistiendo el vínculo conyugal, se produce una cesación de la vida en común de los casados y se transforma el régimen jurídico de sus respectivos derechos y obligaciones, obedeciendo la terminología al hecho de que determina un alejamiento o distanciamiento personal”.
O bien puede ser “La Separación de Cuerpos es considerada como una institución del Derecho de Familia que consiste en la interrupción de la vida conyugal por decisión judicial que suspende los deberes relativos al lecho y habitación”.
4.6.3.- Separación Judicial de Bienes. 
Si los esposos en un momento dado de su vida matrimonial entienden que no es correcto o prudente para ellos continuar con el régimen de comunidad reducido a los gananciales pueden realizar un procedimiento para que este régimen sea transformado en otro que a ellos les parezca más conveniente. Este sería el caso de la separación judicial del matrimonio (ya que continúan casados, aunque vivan separados, hasta el divorcio), y también la liquidación se hará dentro del procedimiento judicial de separación. Incluso, sin necesidad de pedir la separación personal, puede uno de los esposos pedir al Juez que dé por terminado el régimen de comunidad, en caso de incapacitación, ausencia o quiebra del otro esposo, o si éste realizase actos que causasen daño económico al primero.

Y también, caso de que los esposos, de común acuerdo recogido en capitulaciones matrimoniales, decidan sustituir para lo sucesivo el régimen de gananciales por otro que acuerden.

Para Biaggi (2013), “al igual que el divorcio, tanto la separación de cuerpo como la separación de bienes, tienen como consecuencia inmediata la disolución de la comunidad y estos procedimientos producen efectos, una vez que la sentencia de admisibilidad de la protección este revestida de la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, haya sido transcrita en el Registro Civil por el Oficial del Estado Civil que haya celebrado el matrimonio”.
4.6.4.- Muerte de uno de los esposos. 
Es lógico y natural que en un matrimonio pueda ocurrir la muerte de uno de los esposos sin que durante el matrimonio se hayan producido cambios en el régimen de comunidad reducido a los gananciales. Si así ocurre, la liquidación se hará entre el viudo y los herederos del difunto, sean los hijos, comunes o no, los padres u otras personas. Entonces esa liquidación se suele hacer conjuntamente con el reparto de la herencia del fallecido. También se llega a la disolución por divorcio o declaración de nulidad del matrimonio y serán los mismos esposos los que hagan esa liquidación, en su caso dentro del mismo procedimiento judicial que pone fin al matrimonio.

4.6.5.- Declaración de Nulidad del Matrimonio. 
Como consecuencia lógica, la nulidad del matrimonio pone fin no solo a la relación conyugal sino también al régimen económico patrimonial establecido para esa comunidad conyugal.  La nulidad en el ámbito de la relación matrimonial consiste en la declaración general de ineficacia, que tiene como consecuencia que una norma, un acto jurídico, o un acto jurisdiccional deje de producir efectos jurídicos, (UNAM, 2015)

La nulidad del matrimonio y del régimen de comunidad de bienes reducido a los gananciales es absoluta, pero los hechos generados por este matrimonio no necesariamente tienen que ser anulable de forma absoluta, especialmente cuando haya existido la buena fe en alguna de las partes contratantes o que se haya visto envuelta en alguna situación relacionada con el matrimonio.

De ahí que el Código Civil de la República Dominicana, al referirse a la nulidad del matrimonio no establece elementos constitutivos teóricos, sino que, enuncia de forma amplia los pasos procesales, quiénes y en qué forma se puede proceder a la nulidad del matrimonio. Cabe de estos parámetros legales enunciados por dicha norma, hacerse una relación más o menos extensa enunciada en la forma que se presenta a renglón seguido.

1. Hay nulidad del matrimonio cuando se celebra sin el consentimiento libre de ambos esposos o de uno de ellos (artículo 180 del Código Civil).

2. Resulta nulo el matrimonio contraído sin el consentimiento de los padres, (artículo 182 del Código Civil).

3. Es nulo todo matrimonio que no se haya celebrado por ante oficial público, (artículo 191 del Código Civil).

Ahora bien, estas y otras causas enunciadas en el Código Civil contienen una especie de nulidad relativa, por cuanto, si habiendo pasado cierto tiempo, o habiéndose demostrado la existencia de algún acto o actitud que tienda a aceptar esta relación entonces la nulidad no prospera. Además de producir efectos jurídicos, tal como sostiene el artículo 201 del Código Civil, que el matrimonio declarado nulo, produce, sin embargo, efectos civiles a los mismos respecto a los cónyuges que a los hijos, cuando se haya contraído de buena fe”.

Es decir, la nulidad del matrimonio es una forma en que este deja de existir, aun cuando ciertos derechos y obligaciones subsistan por disposición de la ley, como es el caso de los que se refieren a los hijos o a los terceros.

En resumidas cuentas, las causas que podrían conducir a la nulidad del matrimonio son:

a. Ausencia de consentimiento

b. Incumplimiento de las formalidades del acto jurídico

c. Ausencia de causa que da origen al acto jurídico

d. Simulación del acto jurídico

e. Ausencia de capacidad: menores de edad o incapaces

f. Objeto ilícito, el que está prohibido por la ley

g. Entre otros.

Cuando en un matrimonio celebrado bajo el régimen de comunidad de bienes reducido a los gananciales, resulta ser nulo o anulable, sigue las mismas formalidades que la nulidad y la validez relativa ocurrida en los demás regímenes o variantes de los regímenes matrimoniales.

 4.7.- Proceso y Procedimiento

Una cuestión que debe ser bien entendida es la determinación de la masa reducida a los gananciales, de la forma en que se distribuyen, así como el proceso y procedimiento de separación y partición de esa masa reducida a los gananciales. Y es que, al contraer matrimonio, las partes tienen que hacer un inventario de lo que ha de entrar a la comunidad como propio de cada uno de los esposos, sin embargo, la ejecución o las distintas situaciones que se originan respecto de la masa de bienes gananciales se da al final, cuando ocurre alguna de las causas de ruptura o terminación del matrimonio.

Esto se deduce en principio, de lo dicho por el artículo 1498 del Código Civil al establecer que “Cuando estipulen los esposos que no habrá entre ellos sino una comunidad de gananciales, se reputa que excluyen de ella las deudas respectivas actuales y futuras y su mobiliario respectivo, presente y futuro. En este caso y después que cada uno de los esposos ha tomado lo que aportó debidamente justificado, se limita la partición a los gananciales hechos por los esposos, juntos o separados, durante el matrimonio y procedentes tanto de la industria común, como de las economías hechas con los frutos y rentas de los bienes de los dos esposos”.

Advirtiendo este autor que “las disposiciones del artículo 1498 se aplicaran cuando se proceda a la liquidación de la comunidad, ya sea por muerte, por divorcio o por separación de cuerpo o de bienes, según fuese el caso, y que solamente entraran y estarán sujetos a dicho procedimiento los bienes que puedan existir al momento de originarse la disolución de la comunidad de que se trate”.

Agregando además que “para la determinación de esa masa común, hay que situarse al momento de la celebración del matrimonio, para, y a contar de este momento, determinar cuáles bienes no formaban parte del activo común, y excluirlo del proceso de partición”.

De ahí que, para este autor, “en principio, son considerados como gananciales, y por tanto comunes, todos los bienes, muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que los esposos adquieran en el curso del matrimonio, y por medios distintos a la donación o por sucesión de forma conjunta. Mas no lo serán los que puedan adquirir a título individual y personal”.

El proceso de partición de esta masa de bienes común debe comenzar por la separación de las tres masas, la deducción de la que es común a la comunidad y posteriormente los demás pasos procesales de partición y liquidación.

En ese orden de ideas, la masa que surge como producto del trabajo común no tiene ninguna duda puesto que, estos han surgido sobre las bases de un trabajo mancomunado entre ambos esposos, tal como lo consagra el artículo 55 en su ordinal 11, de la Constitución Dominicana, al disponer que: “el estado reconoce el trabajo del hogar como actividad económica y crea valor agregado y produce riqueza y bienestar social, por lo que se incorpora en la formulación y ejecución de las políticas públicas y sociales”.
Pero también un trabajo común una empresa, una industria, un negocio, un taller, o cualquier otra actividad que produzca ganancia y que desarrollen ambos esposos en común, fuera de las actividades particulares de su profesión o aun dentro de ellas, cuando esta actividad se realiza en conjunto por ambos esposos.

Ahora bien, es común también la masa de bienes deducida de los bienes propios, es decir, la reproducción y aumento de los bienes propios produce una masa común que va incrementándose dentro del matrimonio, esta masa es también común.

En cuanto a los bienes adquiridos a título oneroso durante el matrimonio, Biaggi (2013) afirma que “con las reservas ya analizadas sobre los bienes inmuebles propios, cuyo reemplazo o subrogación se produzca durante el matrimonio han de reputarse como bienes comunes todos aquellos que los esposos puedan adquirir durante el matrimonio”.

Algo interesante que aclara este autor y que abre las puertas a puntos de vistas diversos es la necesidad, según él, de que los esposos lleven un sistema de contabilidad. Argumentando que “en la práctica este tipo de régimen convencional conllevará la obligación a cargo de los esposos de llevar una contabilidad propia, y libros donde se vayan reflejando los ingresos, los egresos, y las ganancias y en ellos hacer un inventario de los bienes de cualquier naturaleza que sean propios o se adquieran durante la vida común, y los que resulten de una sustitución o reemplazo bien sea de los activos propios o de los comunes”.

Ahora bien, qué ocurre cuando los esposos no llevan esa contabilidad, es decir, si para contraer matrimonio no preparan su inventario, (cuestión de rigor para presentarla las autoridades correspondientes que legalizarán el orden que regirá los futuros esposos), parecería entonces que cometerían falta y por tanto, podrían ser sancionados, o no habría forma de establecer los bienes que pertenecen a la comunidad reducida a los gananciales.

Esta cuestión tiene un alto rigorismo, pero, puede resolverse de forma más sencilla: Si al contraer matrimonio cada contrayente tenía una determinada cantidad de bienes valorada en una suma determinada de dinero, a esa suma inicial se le hace la reducción de los bienes que han ingresado por concepto de donaciones, legados o sucesiones, quedando entonces una masa de bienes comunes y propios, luego, con el inventario inicial se reduce la cantidad de bienes (su equivalente en dinero), correspondiente a los que tenían al momento de contraer matrimonio y luego quedará una masa de bienes que se originó, creó y creció durante el periodo en que mantuvieron su relación matrimonial. Esa masa de bienes es sencillamente la común reducida a los gananciales. 

Claro está que, en la práctica, el interés por la formación familiar se ha desplazado en gran medida por el interés de la seguridad económica de los integrantes de la familia. Esto hace que en principio la familia no se forme como una comunidad de vida y amor sino como una comunidad económica. Siendo así, y siendo esta la realidad creciente, dado es que, en la práctica, el más mínimo centavo o mecanismo que pueda crear dudas es motivo de recelo sobre los bienes de la comunidad y los que pertenecen a cada uno de los esposos. 

4.8.- Comparación entre el Régimen de Comunidad de Bienes y Gananciales y el Régimen Reducido a los Gananciales. 

Entre el régimen matrimonial la comunidad de bienes y gananciales, y aquel que se reduce a los gananciales, existen ciertas afinidades, pero también algunas marcadas diferencias. No obstante, esta relación y diferencia puede resumirse mediante la comparación de ambos regímenes, hecha en la forma siguiente: 

1. El régimen de participación en los gananciales puede adoptarse al inicio del matrimonio o con posterioridad; la sociedad conyugal, sólo al inicio del matrimonio.

2. Durante el régimen de participación en los gananciales, los cónyuges están separados de bienes. Cada cónyuge, por regla general, administra su patrimonio con plena libertad. Durante la sociedad conyugal, se forma un haber común, que impone restricciones a la administración de los bienes que lo integran.

3. En el régimen de participación en los gananciales, vimos que lo son, la diferencia entre el patrimonio originario y el patrimonio final; en la sociedad conyugal, se entiende por gananciales, el acervo líquido o partible, conformado por los bienes ingresados al haber social, y habiendo retirado previamente del acervo bruto los bienes propios de los cónyuges, pagado las recompensas que la sociedad adeudaba a los cónyuges y el pasivo común.

4. Distinta es la sanción en uno y otro régimen, para el caso de que se constituyan cauciones personales, sin autorización del otro cónyuge. En el régimen de participación en los gananciales, la sanción será la nulidad relativa; en la sociedad conyugal, será la oponibilidad.

5. En el régimen de participación en los gananciales, los cónyuges no tienen restricciones para constituir cauciones reales, incluso para caucionar obligaciones de terceros. En la sociedad conyugal, se requiere autorización del otro cónyuge, si la caución se constituye para garantizar deudas de terceros.

6. En el régimen de participación en los gananciales, para probar la composición del patrimonio originario, la ley no excluye expresamente la confesión del otro cónyuge, de manera que sería procedente entre cónyuges.

7. En el régimen de participación en los gananciales, la sanción prevista por la ley para el cónyuge que intenta hacer aparecer sus gananciales como de menor valor mediante la distracción u ocultación de bienes o la simulación de deudas, consiste en obligarlo a sumar, a su patrimonio final, el doble del valor de los bienes que se distraen u ocultan o de las supuestas deudas.

8. El régimen beneficiaría sólo a la mujer casada que posee bienes al momento de contraer matrimonio o que durante el matrimonio los adquiera, especialmente por un título lucrativo. Dichos bienes, propios, podrán ser administrados y enajenados libremente por la mujer que se acoja al régimen de participación en los gananciales.

9. Beneficia el régimen a la mujer casada que se dedica exclusivamente a las labores del hogar común, porque al término del régimen, tendrá derecho a la mitad de las ganancias que obtenga el marido. No, a juicio de algunos, porque al término del régimen, sólo tendrá contra su marido un crédito o derecho personal, las más de las veces ilusorio.

10. No beneficia el régimen a la mujer que realiza una actividad remunerada separada de su marido, porque si actúa en el ámbito del artículo 1500, puede renunciar a los gananciales y optar por conservar para su exclusivo peculio los bienes que hubiere adquirido por su trabajo. En el régimen de participación en los gananciales, en cambio, los bienes que hubiere adquirido a título oneroso integrarán su patrimonio final, sin posibilidad de sustraerlos a dicha determinación. En otras palabras, no puede renunciar a los gananciales.
Capítulo V. 
Programas y Estrategias a emplear para convertir el Régimen de la Comunidad Legal al Reducido a los Gananciales


5.1.- El Estudio de Campo como base de sustentación para la Propuesta de los Programas y Estrategias. 

 
En el estudio de campo realizado para los fines de completar la presente investigación, se demuestra con toda claridad que, el régimen matrimonial legal existente en República Dominicana,  está siendo desplazado ampliamente por la unión consensual y que, las personas prefieren un régimen que, aunque debidamente regulado por el legislador, no tenga las restricciones o complejidades que tiene el régimen legal, pero que tampoco alcance niveles de libertad que puedan afectar sensiblemente tanto a las partes que forma la pareja, como a los hijos y los terceros en relación al régimen patrimonial existente.
En este estudio de campo, el cual da motivo a las diversas directrices planteadas a los fines de pasar del régimen matrimonial legal al régimen reducido a los gananciales, se presentaron entre otros datos de interés, los siguientes: 

Fueron consultadas ciento dos (102) personas del Municipio de Hato Mayor del Rey, en la Región Este de la República Dominicana, de estos encuestados, cincuenta y nueve (59) fueron masculinos y cuarenta y tres (43) de sexo femeninos.  De los cuales diecinueve (19) tenían las edades comprendidas entre 18 y 25 años; cuarenta y tres (43) tenían edades entre 26 y 35 años; trece (13) tenían edades entre 36 y 45 años y solo veinte y siete (27) tenían edades mayores a los 46 años.
De las ciento dos (102) personas encuestadas, veinte y cuatro (24) estaban casados y cuarenta y tres (43) vivían en unión libre; pero treinta y cinco (35) eran solteros. Lo que indica que el 35% de las parejas están casados, pero el 65% viven en unión consensual. Del total general de los encuestados, el 81% dice no conocer de los regímenes matrimoniales existentes en República Dominicana, lo que indica que al momento de contraer matrimonio no saben cuál modalidad elegir y por dicha razón, esta se convierte en una elección al azar, por incidencia, por motivación o inquietud de alguien, pero no por una decisión basada en conocimientos científicos. Todo ello se demuestra porque aparte del poco conocimiento existente sobre el tema, el 99% afirma no haber recibido ningún tipo de instrucciones u orientación respecto de los regímenes matrimoniales.

De la totalidad de los encuestados, el 88% no conoce la importancia de convertir el régimen legal en régimen reducido a los gananciales, y tan solo el 12% conoce esta importancia.
Al preguntársele por cual modalidad se inclinaría, el 64% afirma que le gustaría rigiese el régimen reducido a los gananciales y solo el 36% afirma que se inclina por el régimen legal.

Esto nos indica que, de la totalidad de la muestra, el 58% de los encuestados convive con una pareja sin tener un sentido claro respecto a los regímenes matrimoniales. Existiendo en República Dominicana, un porcentaje extremadamente alto de unión consensual.

Partiendo de los parámetros anteriores, puede plantearse los mecanismos, programas y estrategias que permitan asimilar y posteriormente modificar el régimen legal transformándolo en régimen reducido a los gananciales en República Dominicana.

5.2.- Programas a implementar

Para que, en República Dominicana, subsista y se aplique el régimen matrimonial de comunidad patrimonial reducida a los gananciales es preciso que se den varios pasos, el primero es la creación de una disposición jurídica especial que establezca no solo lo que pueda decir el nuevo Código Civil de la República Dominicana, sino que se establezcan una serie de parámetros delimitativos y explicativos de este nuevo régimen de comunidad reducido a los gananciales. En segundo lugar, se requiere un amplio sistema promocional de educación para que el mismo pueda ser adoptado no solo como instrumento legal sino como cultura jurídica y social de cada familia o de cada contrayente. 

En el primer caso, es decir, desde la óptica normativa, sería interesante realizar un profundo estudio sobre el sistema legal existente en Costa Rica y otras naciones del continente latinoamericano donde existe el régimen legal de comunidad reducido a los gananciales.

En el caso particular de Costa Rica, según la página Web rmeza-jimdo.com (2015), el régimen subsistente es el de la comunidad reducida a los gananciales descrita por esta página en la forma siguiente: El régimen legal matrimonial en Costa Rica es un sistema de participación diferida en los gananciales que combina los sistemas del régimen de separación y de comunidad, el sistema de separación aplica estando vigente el vínculo, existiendo una independencia total para los esposos en la administración de los bienes, pudiéndose disponer libremente de ellos, así como de sus frutos, siempre que no hallan capitulaciones. Pero al disolverse el vínculo nace el derecho de cada uno de los cónyuges de participar en la mitad del valor de los gananciales constatados en el patrimonio del otro, sistema de comunidad

La separación aplica estando vigente el matrimonio, y conforme a ella existe en ese periodo una independencia total de los bienes de los esposos, quienes pueden disponer libremente de ellos, así como de sus frutos, siempre y cuando no hubieren otorgado capitulaciones matrimoniales que derogaran el régimen legal. Más al momento de disolverse el vínculo nace el derecho de cada uno de los cónyuges de participar en la mitad del valor de los bienes gananciales constatados en el patrimonio del otro. 

Por muchos años se pensó que, al disolverse el vínculo, nacía una copropiedad entre esposos, lo cual es incorrecto, toda vez que no existe en Costa Rica una comunidad de bienes, sino más bien un régimen de participación limitado, por referirse sólo a bienes gananciales, con la particularidad de que tal participación es “diferida” para después de la disolución del vínculo conyugal.

Mediante este sistema se hace participar a ambos esposos de las ganancias del matrimonio, permitiendo su independencia económica mientras estén unidos, se trata de retribuir a cada uno su aporte, no solo material sino también espiritual, en la creación de un patrimonio, dándose un justo valor al trabajo doméstico de la mujer.

No existen regímenes convencionales estipulados legalmente entre los cuales puedan escoger los esposos, y en cuanto al régimen supletorio, el código es omiso en muchos aspectos, dando lugar a abundante jurisprudencia.

Cada cónyuge dispone libremente de los bienes que tenía al contraer matrimonio, de los que adquiera durante él por cualquier título y de los frutos de unos y otros, es decir no hay limitación legal directa, sin embargo, hay dos disposiciones indirectas o tácitas:

1. La finalidad de los actos de disposición de bienes debe ser el de aumentar el patrimonio, por lo cual los actos han de ser de buena fe, no pueden ser actos simulados en perjuicio del otro cónyuge, pudiendo el perjudicado invocar la acción de simulación para intentar su nulidad, la cual puede acompañarse de la acción de divorcio o separación. 

La separación de bienes tiene plena vigencia cuando se está en armonía, pero cuando se vislumbra disolución del vínculo, la disposición de bienes no es absoluta

2. La facultad de cualquiera de os cónyuges a solicitar la liquidación anticipada de los gananciales, en caso de mala gestión del otro cónyuge que comprometa sus intereses o de actos que los burlen.

En Costa Rica, la legislación no dispone nada al respecto. Cada cónyuge es responsable de sus obligaciones sin que deba convidarse la fianza de uno a otro o el compartir los gastos individuales. Cuando uno de los cónyuges ha pagado deudas el otro, éste conserva el derecho de subrogación. El principio de independencia de patrimonios ha cambiado:  La naturaleza del juicio sucesorio que implica la liquidación total del patrimonio incluyendo el pasivo, El cambio del concepto de gananciales que pasó de una concepción de co-propiedad presunta a un derecho de participación en un capital neto.
Vistos los elementos de una normativa jurídica aplicable a la República Dominicana, después de una exhaustiva revisión de aquel sistema jurídico, y dar los pasos procesales normativos para hacerlo válido mediante la correspondiente ley emanada de los órganos competentes, cabe entonces conocer algunos aspectos relacionados con los medios o mecanismos para insertar este sistema. 

5.2.1.- Capacitación dirigida a Estudiantes.
Salvo pocas excepciones, las universidades de República Dominicana, tienen un abultado programa de docencia dedicado a la historicidad del derecho. Es decir, dedica gran parte de sus esfuerzos a conocer los elementos originarios y evolutivos de cada materia impartida, (origen y evolución del derecho civil, derecho penal, derecho familiar, derecho comercial, laboral, etc.), en tanto que el tiempo y el esfuerzo dedicado a la enunciación de la realidad jurídico-social existente en República Dominicana, es cuestión de poca importancia o de reducido contenido.

Esta realidad es más pronunciada en cuanto a las áreas procesales, es decir, procedimiento civil, penal, y particularmente en lo concerniente a la materia objeto de la presente investigación, el procedimiento a seguir para contraer matrimonio, para proceder al divorcio, la partición y liquidación de los bienes, entre otras cuestiones procesales.

También es limitativa la participación del estudiantado con carácter crítico relacionado con la normativa actual. El sentido crítico debería ser a través de preguntas generadoras que obliguen al estudiante a conocer el tema investigado y emitir juicios críticos de valor. 
El estudiantado dominicano, tanto de nivel previo como universitario adquiere poca capacitación en cuanto al estudio crítico de la realidad existencial que le rodea, especialmente en el caso de los estudiantes de Derecho, estos mantienen un estudio teórico e histórico que le impide mezclarse con la comunidad, con las instituciones, con los problemas jurídicos que afectan el entorno donde se desarrolla. 

En tal sentido, seria indispensable aumentar la capacidad crítica de estudiantes de ciencias jurídicas mediante diversos instrumentos de acción, donde estos puedan no solo adquirir conocimientos históricos o teóricos, sino que deben llevarlo a la práctica mediante estudios y trabajos de campo con amplios márgenes de tiempo que les permita plantear problemas de fondo y encontrar soluciones empíricas o a través de resultados de estudios de campo. 

5.2.2.- Capacitación dirigida a Jóvenes en edad de casamiento.
Durante mucho tiempo, y aun en menor grado, el sistema religioso dominicano ponía gran cuidado en las parejas en edad de casamiento o que, mantuvieran planes para tales fines. En ese sentido, los líderes religiosos de las diversas denominaciones cristianas, católicas, etc., procuraban que sus integrantes conocieran la gran responsabilidad que surge del casamiento. La responsabilidad que representa dar este paso. 
Apoyado en esta experiencia, las instituciones del Estado pueden replantearse la obligatoriedad de realizar estos estudios. De profundizar en los mismos y hacer posible que se generen conocimientos amplios sobre la vida marital y las diversas formas del casamiento, así como los beneficios de cada tipo de matrimonio y de la vida en comunidad matrimonial. 

5.2.3.- Capacitación de personas ya Matrimoniadas o Unidas Consensualmente.
Si bien el punto referente de la presente investigación se encuentra centralizado en el paso del matrimonio de la comunidad legal al matrimonio de la comunidad reducida a los gananciales, y tomando en cuenta que estos dos últimos aspectos han sido ampliamente analizados, cabe entonces hacer referencia a la unión consensual como una demostración de que, la sociedad dominicana no está de acuerdo con el matrimonio de la comunidad legal y que también siente cierta repulsión por las diversas formas de contraer matrimonio y establecer el régimen de la comunidad patrimonial. 

Como demostración de lo antes apuntado, cabe decir que “según el Censo de 2010 el 34.9% de la población de 18 y más años se encontraba en unión consensual, porcentaje que duplica la cantidad de matrimonios, que representaban el 17.4 por ciento. En 2000 por cada 100 matrimonios existían 21 uniones consensuales, mientras que en 2010 por cada 100 matrimonios había 71 uniones consensuales, (Mejía 2012, citando a Morillo, 2012).
Pero cuales razones han hecho que la unión consensual adquiera tanta relevancia en la relación marital dominicana. Podría deberse a dos causas, una jurídica y otra sociológica. Esta última no será analizada a fondo por razones propias del tipo de investigación que se realiza. Sin embargo, en el aspecto jurídico, cabe destacar que la regulación matrimonial legal encuentra grandes desventajas en la sociedad moderna. Desventajas porque el paso del tiempo da al traste con el afianzamiento de la propiedad y el desplazamiento del interés por asegurar el bienestar familiar y la perpetuidad de la familia. 

Estos dos elementos eran el estandarte de la sociedad antigua, sin embargo, en la actualidad, los cambios de estándares sociales infieren que la preservación del apellido, la perpetuidad de la familia y del vínculo familiar ya no es cuestión prioritaria entre las personas. Tampoco lo es la búsqueda del bienestar y la seguridad familiar. Esta realidad negativa pero predominante, provoca que, el régimen de comunidad legal sea visto como un medio de control donde los bienes adquiridos por cada una de las partes tienen que repartirlos con la otra y su descendencia.

También se encuentra el hecho de que, la comunidad legal  provoca un obligatorio desplazamiento de lo existente, en este desplazamiento se encuentra vigente la mitad de la propiedad que posee cada una de las partes, salvo las restricciones legales, provocando que, si uno de los miembros de la pareja tiene grandes fortunas estas van a parar por mitad a mano de la otra pareja, la cual, generalmente, con la degradación social existente, busca no necesariamente la formación de una familia de vida y amor sino una estabilidad o un mecanismo para ascender en su status económicos.

Siendo así, la mejor forma de hacerlo es contrayendo matrimonio con alguien que posea grandes fortunas y luego pedir el divorcio con lo cual adquiere inmensas ventajas económicas. 

Además, la facilidad con que puede iniciar y terminar la unión consensual y el poco compromiso que históricamente ha producido esta unión, es otra de las causas que provoca este aumento desmesurado. Así como la situación creada por la Constitución Dominicana en el año 2010, en la cual según el artículo 55 acápite quinto, el cual enuncia que “La unión singular y estable entre un hombre y una mujer, libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, genera derechos y deberes en sus relaciones personales y patrimoniales, de conformidad con la ley”, situación que sirve de incentivo para que estas relaciones, con menos tramites y menos complicaciones, puedan seguir en aumento cada día entre los dominicanos. 

En tal sentido, la tendencia seria entonces acercar la unión consensual al matrimonio establecido bajo el régimen de la comunidad reducida a los gananciales. En este sentido, este tipo de unión alcanzaría solamente ciertos beneficios, quedando la fortuna de cada uno de los esposos en mano de su propietario. Es decir, de aquel que era propietario al momento del matrimonio. Además, dentro del régimen de comunidad reducido a los gananciales, pueden establecerse clausulas en donde se establezcan ciertos parámetros o regulaciones restrictivas de estos gananciales. Tales como la aplicación de los mismos a la creación de nuevos ingresos, permaneciendo como propios los aumentos e incrementos de caudales de los bienes propios y otras cuestiones de igual importancia regulatoria.
Pero qué es en si la unión consensual. Es la denominada unión de hecho, concubinato o más rústicamente llamada también como amancebamiento consistente en “la situación en que se encuentran dos personas de diferente sexo que hacen vida marital, sin estar unidos en matrimonio: se trata, pues, de una unión de hecho con carácter de estabilidad y permanencia”. (Belluscio, 1977, citado por Biaggi, 2013).
También puede considerarse como la unión de un hombre y una mujer, igualmente libres, unión que tiene carácter de durabilidad, aunque no se encuentre legislada ni santificada por formulas, requisitos ni ceremonias religiosa alguna. En todo caso, es constante en la doctrina el carácter de durabilidad, publicidad, notoriedad, unicidad y estabilidad de la unión para que pueda adquirir similitud con el matrimonio.

Para que la unión consensual o de hecho pueda considerarse valida, se requiere según Biaggi (2013), entre otras cosas las siguientes: Que los convivientes han de ser un hombre y una mujer; que dichos convivientes tengan la capacidad necesaria para poder obligarse; que no exista impedimento formal para contraer matrimonio; que el hogar de hecho que hayan establecido sea una situación pública, notoria, revestida de estabilidad y prolongarse en el tiempo; que esta unión sea estable y permanente.

La unión de hecho o unión consensual no se encuentra regulada por algún documento de inicio de su convivencia, ni por ningún documento que establezca las condiciones de su vida ni de sus bienes, por tanto, tratándose de una cuestión de hecho, que su existencia pueda ser establecida por cualquier medio de prueba, y que los hechos a ser establecidos serán los que el artículo 55-5 de la Constitución establece, además que cumpla o se pueda apreciar los requisitos establecidos en el párrafo precedente.

Ahora bien, la unión de hecho puede estar establecida y regulada por ciertos requisitos establecidos por los propios convivientes. Pueden acudir ante notario y establecer ciertos parámetros que el notario considerará dentro de las condiciones viables y aceptables para tales tipos de uniones. Bien pueden hacer un documento bajo firma privada o por acto autentico, hecho a los fines de hacerlo público, pudiendo, si fuere necesario el caso, regular en dicho pacto o acuerdo las obligaciones y derechos que asume cada uno de los convivientes.

Siendo así, y existiendo esa libertad, propiamente, es una especie de matrimonio con gran acercamiento al que se celebra con una comunidad reducida a los gananciales, excepto en la rigurosidad de aquel, este es más liberal. Siendo así, nada impide que estos convivientes puedan acercarse aún más a la condición de pareja de convivientes bajo el régimen de comunidad reducido a los gananciales. 

En esa misma vertiente, cabe advertir que, existiendo un documento regulatorio, sea autentico o bajo firma privada, nada impide que esta formalidad se acoja no al matrimonio bajo la comunidad de bienes y gananciales sino de la reducida a los gananciales, por cuanto, las partes ciertamente han establecido una regulación, han mantenido un consentimiento de unir sus vidas, y por consiguiente, nada impediría que los mismos tengan ciertas regulaciones en torno a los bienes que produzcan como pareja.

5.2.4.- Programas abiertos y Publicidad a la Sociedad en general.
La masificación social, interacción, apertura vertical y horizontal, el movimiento en torbellino de los más variados niveles de grupos sociales, ha constituido un gran reto para los publicistas y para aquellos que dedican su esfuerzo en llevar informaciones a la sociedad. Pero también ha sido la base para que se rompa todo tipo de frontera y ya no se piense en segmentos sociales determinados ni en tipos específicos de publicidad.

Un programa de acción donde se pretenda dar a conocer, corregir o prevenir una situación social, llega con la misma intensidad y facilidad a todos los sectores sociales. A través de la radio, la televisión, las redes sociales o la comunicación directa a través de los medios masivos de publicidad visual, auditiva o de lectura. 

Desde esta óptica, el Estado, sus instituciones, las organizaciones no gubernamentales, el sector privado, todos pueden aunar esfuerzo a los fines de promover por los más variados medios de difusión, el estudio, la educación, la concienciación en torno a los beneficios que proporcionan el reordenamiento de los regímenes matrimoniales en República Dominicana. Programas como los de publicidad radial y televisiva. Programas directos a las escuelas públicas y centros privados de enseñanzas. Publicidad visual, charlas, conferencias, seminarios, foros, entre otros, resultan ser eficaces siempre que se haga uso de estos con interés y ánimo de llevar conocimiento a los demás y se haga uso de las estrategias más idóneas para generar debates de ideas en torno al tema planteado. 
En fin, existe infinidad de mecanismos que pueden ser empleados para llevar al ánimo de la sociedad la idea de modificar la regulación legal y la formación cultural de la sociedad en torno al tipo de matrimonio que debe ser preferencial en el sistema jurídico dominicano.


En resumen, entre los programas que pueden implementarse para promover y transformar el régimen de comunidad legal al reducido a los gananciales se encuentran:
a. La formación de una comisión organizada por el Congreso de la República Dominicana, que se encargue de reunir en un solo cuerpo todo el andamiaje jurídico relacionado con la clasificación del matrimonio en República Dominicana.

b. Lanzamiento de una propuesta original llevada a la publicidad a través de las diversas Universidades en donde los profesores relacionados con el derecho civil y de familia promuevan investigaciones de fondo, (Monografías) que tiendan a conocer no solo lo existente sino también la propuesta presentada por el Congreso, con correspondientes estudios de campo y las consiguientes propuestas de reordenamiento del sistema normativo relacionado con los regímenes matrimoniales.

c. Promover la apertura de maestrías y especialidades sobre los regímenes matrimoniales en donde sus trabajos de investigación sean la proyección de estudios teóricos acompañados de sus correspondientes estudios de campo formal relacionados con los regímenes matrimoniales.
d. Que estas maestrías y estudios de campos tanto para estudiantes de derecho de postgrado y de grado, sean promovidas a través de todas las áreas estudiantiles por medio de charlas, seminarios, foros de discusión, entre otros a los fines de llevar conocimiento y adquirir informaciones y propuestas al respecto.

e. Detección de parejas en edad de casamiento y con propósito de contraer matrimonio, a quienes se les instruye y orienta sobre los regímenes matrimoniales y los beneficios que trae consigo la elección del régimen de comunidad reducido a los gananciales.

f. Unir esfuerzo en los centros de trabajo y estudio a través de encuestas, para obtener informaciones confiables sobre la cantidad y ubicación de personas unidas consensualmente a los fines de llevar al ánimo de estos convivientes la importancia de formar una relación matrimonial más estable y formal a través del régimen de comunidad reducidos a los gananciales.

g. Programas de publicidad radial, televisiva y escrita, así como a través de las redes sociales a los fines de llevar conciencia y conocimiento sobre la importancia del régimen de comunidad reducido a los gananciales. 

Conclusiones 

Evidenciada comparativamente la importancia, complejidad, fortalezas y debilidades del régimen de la comunidad legal y el reducido a los gananciales se ha evidenciado que este último presenta mayor importancia, mayor fortaleza y menor complejidad. A partir de estas demostraciones evidenciadas en el estudio realizado se puede concluir de la forma siguiente.
En República Dominicana, existen dos regímenes matrimoniales, el de la comunidad y el régimen dotal, pero se tiene también un tercer régimen que día a día va incrementando su cobertura hasta convertirse en uno de los más utilizados por la facilidad con que se desarrolla, al no crear (aparentemente) compromisos fuertes entre las partes pero que crea también grandes dudas y posibilidades de vulneración de derechos entre las partes. Este último es la unión consensual.

En cada una de estas tres modalidades de unión matrimonial, el elemento prioritario por el cual se procura alcanzar cierto grado de compromiso entre las partes lo constituyen los bienes que conforman la comunidad. En el régimen de comunidad de bienes muebles y gananciales, o régimen legal, que es la modalidad más usada dentro del régimen de la comunidad, el compromiso asumido es de forma tradicionalista, con diversas deficiencias, por lo cual está siendo abandonado por los contrayentes. En tanto que la unión consensual no crea un vínculo formal que propicie la adecuada y formal estabilidad de los bienes que entran a formar parte de esta comunidad. No existe un registro, una organización ni una obligación por parte de los contrayentes.

Se ha demostrado que, en contraposición con estos dos regímenes que presentan ciertas deficiencias. No obstante, existe un intermedio: El de la comunidad reducida a los gananciales. En este, las partes no asumen el formalismo del régimen de comunidad legal sino en forma flexible. Tampoco asumen las características de la unión consensual, pero toman de estos ciertos rasgos de flexibilidad, de tal manera que este régimen toma de ambas formas de unión matrimonial para producir un nuevo régimen moderno, actualizado, flexibilizado, pero dentro de cierta responsabilidad entre las partes.
En el patrimonio reducido a los gananciales puede producirse una confusión de bienes durante el matrimonio, pero en principio, cada uno de los esposos es privativamente propietario tanto de los bienes que posea al momento de celebrarse el matrimonio como de aquellos que puedan ser adquiridos durante su existencia, por lo cual, solo entra a la comunidad aquellos bienes adquiridos como ganancia del esfuerzo matrimonial, es decir, del esfuerzo conjunto de ambos cónyuges. 
Al momento de la separación de bienes, sea por separación de los esposos, bien por la muerte de uno de ellos, los bienes existentes en la comunidad pueden separarse con gran facilidad, de ellos solo hay que deducir lo que pertenece a cada uno de los esposos, y luego, todo lo que ha surgido como producto de la vida matrimonial es bien ganancial.
Recomendaciones

Al Poder Legislativo de la República Dominicana, se le recomienda acoger las propuestas vertidas al final del último subtema de la presente investigación y que se transcriben inextensos a continuación.

· La formación de una comisión organizada por el Congreso de la República Dominicana, que se encargue de reunir en un solo cuerpo todo el andamiaje jurídico relacionado con la clasificación del matrimonio en República Dominicana.

· Lanzamiento de una propuesta original llevada a la publicidad a través de las diversas Universidades en donde los profesores relacionados con el derecho civil y de familia promuevan investigaciones de fondo, (Monografías) que tiendan a conocer no solo lo existente sino también la propuesta presentada por el Congreso, con correspondientes estudios de campo y las consiguientes propuestas de reordenamiento del sistema normativo relacionado con los regímenes matrimoniales.

· Promover la apertura de maestrías y especialidades sobre los regímenes matrimoniales en donde sus trabajos de investigación sean la proyección de estudios teóricos acompañados de sus correspondientes estudios de campo formal relacionados con los regímenes matrimoniales.

· Que estas maestrías y estudios de campos tanto para estudiantes de derecho de postgrado y de grado, sean promovidas a través de todas las áreas estudiantiles por medio de charlas, seminarios, foros de discusión, entre otros a los fines de llevar conocimiento y adquirir informaciones y propuestas al respecto.

· Detección de parejas en edad de casamiento y con propósito de contraer matrimonio, a quienes se les instruye y orienta sobre los regímenes matrimoniales y los beneficios que trae consigo la elección del régimen de comunidad reducido a los gananciales.

· Unir esfuerzo en los centros de trabajo y estudio a través de encuestas, para obtener informaciones confiables sobre la cantidad y ubicación de personas unidas consensualmente a los fines de llevar al ánimo de estos convivientes la importancia de formar una relación matrimonial más estable y formal a través del régimen de comunidad reducidos a los gananciales.

· Programas de publicidad radial, televisiva y escrita, así como a través de las redes sociales a los fines de llevar conciencia y conocimiento sobre la importancia del régimen de comunidad reducido a los gananciales.

Bibliografía
Alessandri Rodríguez Arturo, de los Regímenes Matrimoniales en general, Cuadernos Jurídicos y Sociales IX, Universidad de Chile, tomado el 18 de Junio del año 2015, http://www.bcn.cl/bibliodigital/dhisto/lfs/matrimonialesg/portada.pdf
Belluscio C. Augusto, Manual de derecho de Familia Buenos Aires, Editorial Depalma, Segunda Edición, 1977.
Alarcón Palacio Yadira, El régimen matrimonial de comunidad legal en el derecho francés, Revista de Derecho, núm. 20, diciembre, 2003, pp. 1-11, Universidad del Norte Colombia
Alarcón Palacio Yadira, Régimen patrimonial del matrimonio desde Roma hasta la novísima recopilación, artículo publicado en la Revista de Derecho No.24, Barranquilla, 2005, Barranquilla (Colombia), yalarcon@uninorte.edu.co.
Biaggi, J. A. (2003). Los Regimenes Matrimoniales en el Ordenamiento Juridico Dominicano. Santo Domingo: Coriipio.

Brenes Córdoba, citado por SOLÓRZANO VEGA (Edgar), EL DERECHO A GANANCIALES Y EL PATRIMONIO FAMILIAR COMO LIMITACIONES A LA LIBERTAD DE TESTAR, Tesis de grado para optar por la Licenciatura en Derecho, Facultad de Derecho, Campus Rodrigo Facio: Universidad de Costa Rica, 1989.
Cabanellas de las Cuevas, Guillermo, Diccionario de ciencias jurídicas, políticas y sociales, Editora Heliasta, Argentina, 1999.
Capitan, H. (1930). Vocabulario Juridico. Paris: Depalma.
Celis Rodríguez Rubén Regímenes Matrimoniales. Universidad Central de Chile. Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. Colección Temas Jurídicos y Sociales N° 6.. 2002. Págs. 181. Primera Edición.
Corral Talciani, Hernán, “Bienes familiares y participación en los gananciales. La reforma de la Ley N° 19.335, de 1994, a las relaciones personales y al régimen económico del matrimonio”, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, año 1996, págs. 99 y siguientes.
Constitucion Politica de la Republica Dominicana. 
Corral Talciani, Hernán: Bienes Familiares y Participación en los Gananciales,

Editorial Jurídica de Chile, 1996.

Corral Talciani, Hernán: El Crédito de Participación en los Gananciales en el Sistema Económico Chileno, Cuadernos de Extensión, Universidad de Los Andes, Facultad de Derecho, 1998.
Cury Jottin, La inmutabilidad de las convenciones matrimoniales y la confirmación de los actos nulos. Publicaciones de la Oficina de Abogados Cury y Asociados. 

Delgado Montes, Silvia y Vargas Quezada, Brenda (2008) la evolución del concepto de bienes gananciales a la luz de la jurisprudencia y el derecho comparado, trabajo final de graduación para optar por el grado de licenciatura en derecho, facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica.
De los Mozos, José Luis, «Comentarios a los artículos 1.344 al 1.410 del C.C.». En ALBALADEJO, Manuel (Dir.), Comentarios al Código Civil y Compilaciones forales, tomo XVIII, vol. 2º, Madrid, Editorial Revista de Derecho Privado, 1982, p. 7 y ss

El Régimen de Comunidad de Gananciales. Recuperado de http:// www.notariosyregistradores.com/opositores/.../no-ci-093.doc. 
Ferrer Lorenzo Crespi, El embargo de bienes gananciales, problemática procesal, tomado el 18 de junio del 2015, de http://www.lexnova.es/Pub_ln/indices_ln/Rf_articulo.pdf
Flores Granado, Melisa Milagro, Yauri Yangora, Fernando Manuel y Estrada Rosa, Lira, régimen de disposición de bienes dentro de la sociedad de gananciales, Régimen de disposición de bienes dentro de la sociedad de gananciales, dentro del trabajo de investigación, seminario Cuarto, presentado en la Universidad Particular San Martin de Porres, Perú, 2012.
Gonzales Blas Peres y Alguer José Tratado de Derecho Civil, Tomo IV: Derecho de Familia, Vol. I: El Matrimonio (trad. por Blas Peres Gonzales y José Alguer), Barcelona, Salvat, 1953, págs. 319-322.

Herrera Araya, Gloria, Eficacia real del Régimen de participación en los gananciales y su influencia en nuestros tribunales superiores de justicia, monografía para optar por el grado de licenciado en ciencias jurídicas y sociales, de la Universidad de Chile, Chile, 2008, 
Ley No. 189-01 Que modifica el Codigo Civil en relación a los Regimenez Matrimoniales.
Martínez Marina, Ensayo Jurídico Crítico sobre la legislación y principales cuerpos legales de los reinos de León y Castilla y especialmente sobre el código de las Siete partidas de D. Alfonso el Sabio, 2ª. Edición, tomo I, Madrid, Imprenta de D.E. Aguado, 1834, p. 312.
Mazeaud, H., Mazeaud, L. y Mazeaud J. (1968). Lecciones de Derecho Civil. 
Mejía, Odalis, Censo revela matrimonios son la mitad uniones consensuales, Periódico hoy digital, de República Dominicana, del 17 de diciembre del año 2012. 
Ossorio, M. (2000). Diccionario De Ciencias Juridicas, Politicas y Sociales. Colombia: Heliasta, Argentina
Placido Vilcachagua, Alex. “La Separación personal y el divorcio vincular como sanción (por culpa) y como remedio (objetivo)”, (Comentario al artículo 333º del Código Civil), en Código Civil Comentado, Tomo II, Gaceta Jurídica, Lima 2007, p. 347).

Planiol, M., y Ripert, G.  (1997). Biblioteca Clasico del Derechos (Vol. 8). Mexico: Leonel Pereznieto Castro y Editorial Pedagógica Iberoamericana.

Proyecto de Codigo Civil Reformado de la Republica Dominicana.
Puig Peña, Federico. Compendio de derecho civil español, 5t.; Pamplona, España: Ed. Arazandi, l974. 

Rodríguez Grez, Pablo, “Regímenes Patrimoniales”, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, año 1996, pág. 236. 

Rossel Saavedra Enrique, “Manual de Derecho de Familia”, Editorial Jurídica de Chile, séptima edición, Santiago, año 1994, pág. 87.

Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Voto N 2003-00559 a las once horas cincuenta minutos del diez de octubre del dos mil tres. Proceso Abreviado de Reconocimiento de Unión de Hecho.

Sentencia 298 de la SALA SEGUNDA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las diez horas diez minutos del cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y ocho.
Trejos, Gerardo. Derecho de Familia Costarricense, Editorial Juricentro, San José Costa Rica, 1982. Pág. 225.

Zannoni, Eduardo. “Derecho de Familia”. Tomo 1. Editorial Astrea, Buenos Aires, Argentina, 1993. pág. 458.
Anexos

Anexo 1:
Estudio de Campo.

INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE OPINIONES PARA LA TESIS TITULADA “IMPORTANCIA DE CONVERTIR EL RÉGIMEN DE LA COMUNIDAD LEGAL AL REDUCIDO A LOS GANANCIALES”
El presente trabajo tiene por finalidad resaltar la importancia que tendría para el sistema jurídico dominicano, la reorganización de los regímenes de comunidad, en este caso, convirtiendo el régimen de comunidad legal al reducido a los gananciales. En tal sentido, me gustaría saber su opinión al respecto conforme a dos criterios; Primero: Las preguntas guiadas presentadas a continuación; y Segundo: Conforme sus puntos de vistas personal, lo cual no tiene que ser acorde con las preguntas ni con el planteamiento que estamos haciendo. 

Los datos enunciados por usted, lo tomaremos en cuenta solo para sacar estadísticas y sus nombres y sus opiniones aparecerán en las tesis solo con su consentimiento.

LAS PREGUNTAS CUYAS RESPUESTAS ESPERAMOS SEAN RESPONDIDAS POR USTED, SON LAS SIGUIENTES:
1. ¿Cuál es su Estado Civil? Soltero __. Casado___ Unión Libre___.

2. ¿Tienes conocimiento de cuales Regímenes Matrimoniales existen en República Dominicana? ___
3. ¿Has recibido alguna instrucción sobre los Regímenes Matrimoniales? ______.
4. Dentro de las modalidades del Régimen de la Comunidad, tenemos el legal y el convencional; El Legal, que es aquel que a falta de convenciones, antes del contrato de matrimonio, nos impone la ley, donde entran a formar parte de la comunidad todo el mobiliario presente y futuro, los inmuebles futuro y las deudas presentes y futuras; y dentro del Convencional, tenemos El de la Comunidad de Las Gananciales, en el cual, solo forman parte, los gananciales hechos por los esposos, juntos o separados, durante el matrimonio, y procedentes tanto del negocio común, como de las economías hechas con los frutos y rentas de los bienes de los dos esposos, o sea que excluyen de ello los inmuebles,  el mobiliario y las deudas presente y futura. ¿Cuál de estas dos modalidades le gustaría que rigiese su unión matrimonial? 
5. 1.- El Régimen de la comunidad legal  ___ o 2.- El Régimen de Las Gananciales. ___
Conclusiones del estudio de campo:

Fueron encuestadas ciento dos (102) personas, de las cuales cuarenta y tres (43) corresponden al sexo femenino y cincuenta y nueve (59) masculino; De los sesenta y cinco (65) que prefieren el régimen de los gananciales, diecinueve (19) son del género femenino. De los treinta y siete (37) del Régimen de la Comunidad, veinte y cuatro (24) son del género femenino; asunto que explicamos con más detalles a través de las figuras y tablas listadas a continuación. 
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Figura 1. Porcentaje según el sexo.
[image: image2.png]— 13%

19%

18-25 26-35 36-45 46-MAS




Figura 2. Porcentajes según la edad.
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Figura 3. Porcentaje según su estado civil.
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Figura 4. Porcentaje según el conocimiento, la instrucción y la importancia de la conversión del régimen de la comunidad al reducido a las gananciales.
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Figura 5. Comparación entre la preferencia del sexo femenino.
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Figura 6. Comparación entre la preferencia del sexo masculino.
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Figura 7. Comparación de preferencia entre la población general.
Tabla 1:
Datos del instrumento individualizado según el sexo, la edad, estado civil, conocimiento, la instrucción recibida, la distinción de la importancia de la conversión y la preferencia entre uno u otro régimen matrimonial.
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Tabla 2:
Cuadro de Planificación
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Tabla 3:
Cuadro de Presupuesto

	ÍTEM
	CANTIDAD
RD$

	A. Personal

     Honorarios del Investigador

     Asistente de Investigación (600.00 x 3 meses)     
	1,800.00

	B. Equipos 

     Computador, Internet, impresora, etc. (uso)    
	4,650.00

	C. Viajes

        Viáticos  (300.00 x 5)

        Transporte (300.00 x 5)

        (Hato Mayor-Sto Dgo)
	1,500.00

1.500.00

	D. Materiales

      Memorias USV 

     Fotocopias 
	900.00

2,500.00

	E. Servicios Técnicos

     Transcripciones de las entrevistas 

     Derecho a graduación
	800.00

10,000.00

	Total
	23,650.00
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